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El conflicto armado interno ha dejado un sinnúmero de víctimas llamadas a la reparación 
teniendo en cuenta los presupuestos de verdad, justicia, reparación integral y garantías de no 
repetición, pero que desafortunadamente aún no se ha podido generar por diferentes factores. A lo 
anterior se le suma el actual estado de cosas inconstitucional en los que se encuentran los 
desplazados por la violencia en Colombia, por lo que se hace necesario adoptar medidas que 
protejan a las personas que sufren el éxodo de la guerra. El Derecho Viviente, como mecanismo a 
adoptar el precedente jurisprudencial en la protección de los derechos fundamentales, es la 
posibilidad institucional que tiene las víctimas para que la Corte Constitucional atienda los 
requerimientos de las víctimas en el nuevo escenario de posconflicto colombiano.  










The internal armed conflict has left a number of victims called to repair taking into account 
the budgets of truth, justice, comprehensive reparation and guarantees of non-repetition, but 
unfortunately it has not yet been possible to generate by different factors. To this is added the 
current unconstitutional state of things in which those displaced by the violence in Colombia are 
involved, for which it is necessary to adopt measures that protect the people who suffer the exodus 
from the war. The Living Law, as a tool to adopt the jurisprudential precedent in the protection of 
fundamental rights, is the institutional possibility that the victims have for the Constitutional Court 
to attend to the requirements of the victims in the new scenario of Colombian post-conflict. 
Keywords: Internal armed conflicto, victims, displaced by violence, living right. 
  
 






Desde 1991 Colombia es denominada como un Estado Social de Derecho, cuyo 
fundamento es el respeto por la dignidad del ser humano, y en donde uno de los fines del Estado 
es propender por la protección de los derechos fundamentales de todos los asociados tal como lo 
estipula en el art 2° de la Constitución Política, especialmente aquellas personas que por su 
condición son sujetos de especial protección, teniendo en cuenta que son más vulnerables o 
encontrarse en debilidad manifiesta así como lo señala el artículo 13 de la Carta Suprema; como 
lo son las víctimas del desplazamiento forzado en Colombia fruto de la violencia fratricida que se 
ha vivido por décadas en nuestra nación.  
Desafortunadamente en Colombia se ha vivido un conflicto armado interno que data desde 
1967, o más (Medina Gallego, s/f), dejando como consecuencia víctimas incalculables, a esta 
situación, los organismos institucionales nacionales e internacionales están llamados a aunar 
esfuerzos para que no existan más proliferación de víctimas de la guerra en el territorio nacional. 
De ahí, que el actual gobierno del presidente Juan Manuel Santos haya  negociado y firmado un 
acuerdo de “paz estable y duradera” (Jiménez & Santos Calderón, 2016),  con una de las guerrillas 
con mayor capacidad de combate que a lo largo de la historia de la guerra en Colombia causo gran  
daño a la Fuerza Pública, este grupo insurgentes fueron las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia – Ejército del Pueblo (FARC-EP) (FARC-EP, 2014), hoy Fuerzas revolucionarias del 
común.  
 




En el escenario de posconflicto, se manifiesta múltiples retos y compromisos que deberán 
asumir tanto los grupos beligerantes, como desde la administración e institución en representación 
del Estado para que realmente pueda existir una paz estable y duradera entre los colombianos. 
Dentro de los desafíos que se tiene para que se pueda fortalecer un escenario de posconflicto, tiene 
que ver más allá de un simple ejercicio de participación política por parte de los insurgentes, 
teniendo en cuenta que si bien es cierto que se asumieron compromisos por las partes en disputa, 
no es menos importante, que las víctimas quienes son las que han sufrido las consecuencias de la 
guerra (CVMMC, 2013), deben ser tenidas en cuenta para la reconstrucción del tejido social 
reconociendo y protegiendo sus derechos fundamentales (Organización de las Naciones Unidas , 
2017).   
Por lo anterior, es pertinente poder evidenciar cuales son los problemas de las víctimas 
actualmente en Colombia, respecto al desconocimiento de sus derechos fundamentales, los cuales 
han sido vulnerados por parte de los grupos beligerantes (guerrillas, paramilitares y agentes de la 
Fuerza Pública), como a su vez, les son desconocidos y vulnerados cuando buscan ayuda, 
protección y socorro ante los organismos estatales, y estos no les responden eficazmente y 
coherentemente conforme a su situación de víctimas para la protección y tutela de su dignidad 
como personas (CMH, 2013). 
Así, al evidenciar los problemas concretos respecto de la violación sistemática de sus 
derechos como personas, se establece la ruta u objetivo general del presente trabajo, el cual 
apuntala a poder decir, ¿cuál sería una posible solución para la protección jurídica de los derechos 
fundamentales de las víctimas?  Para ello, es necesario que en el transcurso del presente trabajo se 
 




pueda contestar el interrogante que se plantea en los términos del cómo el derecho viviente 
aportaría a las garantías de los derechos fundamentales de los desplazados de la violencia en 
Colombia, en clave del posconflicto.  
Como se deja entrever, desde un inicio; la posibilidad de tener una herramienta 
jurisdiccional de orden constitucional, es importante para poder proteger y garantizar los derechos 
fundamentales de las víctimas del conflicto armado interno en Colombia. Para construir una 
respuesta a la pregunta planteada es necesario determinar cómo es que el derecho viviente hace un 
aporte importante a las garantías en la protección de los derechos fundamentales de los desplazados 
víctimas de la guerra interna en Colombia. Por ende, se abordará tres momentos importantes a 
saber: en un primer momento, se analizará las causas de victimización, así como el 
desconocimiento de los derechos fundamentales de los desplazados víctimas del conflicto armado 
interno en Colombia, verbigracia; una aproximación contextual más que histórica, real, de las 
causas del conflicto. 
 Luego se analizará e interpretará desde la epistemología jurídica  (Sentencia 557, 2001), 
(SU - 254, 2013) (Auto 292, 2014), la categoría de derecho viviente, como presupuesto jurídico 
alternativo para la protección de las víctimas, como también los aportes epistemológicos 
necesarios para el enriquecimiento teórico del presente trabajo. Tercero y último momento, se 
realizará unas conclusiones a manera de propuesta, con la cual se pretende hacer una aproximación 
a lo que sería una posible solución desde los derroteros aportados en el derecho viviente, para la 
protección de los derechos de las víctimas en Colombia, en el marco del pos-acuerdo.   
 




Las tres (3) etapas mencionadas en líneas anteriores, tiene como propósito la posibilidad 
de hacer un aporte significativo no solo a la academia, sino a las víctimas del conflicto armado 
interno en Colombia, especialmente a los desplazados por la guerra, en el cual, no sólo se 
reconozca los derechos fundamentales de éstas, sino que pueda ser una herramienta eficaz para 
nutrir los mecanismos de protección garantizando la verdad, justicia, reparación integral y 
garantías de no repetición, tal como se estableció en el preámbulo del Decreto 588 de 05 de Abril 
de 2017; pero que en la actualidad, a pesar de los múltiples esfuerzos, se ven protegidos de manera 
ineficaz y no muy concretamente (Sentencia T-083 de 2017). Pareciera que el actual gobierno en 
cabeza del presidente de la Republica Juan Manuel Santos, junto con su homólogo contendor y 
negociador, Timoleón Jiménez, les preocupara más el desarrollo e implementación de los acuerdos 
en términos políticos, dejación de armas, que la reparación y protección de las víctimas de la guerra 
encrudecida en Colombia.  
 Es pertinente aclarar que en el plebiscito que tuvo lugar el 2 de octubre de 2016, en el cual 
se les preguntó a los ciudadanos mayores de 18 años “¿Apoya usted el acuerdo final para la 
terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera?” (Art. 1 del Decreto 
1391 de 03 de agosto de 2016); cuyo resultado en su mayoría fue el NO, por cuanto la población 
colombiana no apoya el acuerdo de paz firmado entre gobierno y guerrilla; por el engaño 
publicitario del marketing político, del senado y del expresidente Álvaro Uribe, según el titular del 
diario El País: “Estábamos buscando que la gente saliera a votar verraca", dijo Juan Carlos Vélez, 
gerente de la campaña del No del Centro Democrático, en entrevista a La República”. (El País, 
2016). 
 




En este sentido, se hace una aproximación histórica del conflicto armado interno en 
Colombia, determinando cuáles fueron las causas del mismo, así, como sus consecuencias 
nefastas, como también en que consiste la salida política del conflicto, que está inmersa en el 
“acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera”, 
firmado el 24 de noviembre de 2016 en la ciudad de Bogotá. Este acercamiento permitirá entender 
por qué a las víctimas se les ha desconocido y vulnerado sus derechos fundamentales, en que 
momentos fácticos fueron hechas víctimas y cuales han sido las respuestas por parte de las 
instituciones representantes del Estado, más allá de lo que se presenta en las estadísticas realizadas 
por las Organizaciones No Gubernamentales, o por las mismas entidades del gobierno. 
Por consiguiente, en el derrotero del presente trabajo, se evidenciará la necesidad de 
interpretar y desarrollar epistemológicamente la categoría del Derecho Viviente, que se ha 
empleado en los pronunciamientos de las sentencias de la Corte Constitucional, como por ejemplo 
en la Sentencia C-557 de 2001, M.P. Manuel José Cepeda, con el fin de proteger los derechos 
fundamentales; lo cual es pertinente específicamente en las personas desplazadas por la violencia 
dentro del contexto del conflicto armado interno colombiano.  
Esto permitirá llenar de contenido y el significado de los decretos y leyes promulgados en 
la nueva etapa de posconflicto, que son desarrollados con  fines de proteger y garantizar los 
derechos fundamentales, necesarios para una vida en condiciones dignas de las víctimas 
desplazadas por la violencia, ya que, a partir de la interpretación y desarrollo conceptual del 
Derecho Viviente, se establece las dinámicas propias de los derechos que satisfacen y dignifican 
al ser humano, tal como el Tribunal Supremo lo establece. 
 




Por lo anterior, es necesario que se pueda generar una propuesta como alternativa de 
solución al problema del desconocimiento y vulneración sistemática de los derechos 
fundamentales de las víctimas del conflicto armado interno, desde los presupuestos 
epistemológicos, jurídicos, políticos, sociales, educativos entre otros, que se evidencien en y desde 
el Derecho Viviente, que aunque sea un concepto utilizado aproximadamente desde 1947 con el 
constitucionalismo italiano (Zagrebelsky, 2008, pág. 325), en el contexto actual del posconflicto 
en Colombia, adquiere vigencia; ya que, las consecuencias de la violencia son muchas y, por lo 
tanto debe ser menguadas dichos efectos en relación a las personas que sufrieron y aún sufre las 
consecuencias del terror. Por lo tanto, se propondrá desde esta teoría la posibilidad de un ejercicio 
tanto académico como jurisdiccional para proteger a las personas que se les ha vulnerado sus 
derechos a razón de la guerra.   
Teniendo en cuenta que en la actualidad estamos en un escenario de posconflicto, a razón 
del proceso de paz llevado a cabo en La Habana Cuba, que como resultado culminó con la firma 
de un “acuerdo de paz estable y duradera”, entre, el presidente de la Republica de Colombia; Juan 
Manuel Santos Calderón y el máximo jefe de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia- 
Ejército del Pueblo (FARC-EP), Timoleón Jiménez. Este escenario se necesita de propuestas 
alternativas de solución de conflictos, como también de la construcción de herramientas 
encaminadas a resarcir, proteger y garantizar los derechos fundamentales de las personas víctimas 
del conflicto armado interno, así como las personas, familias y comunidades enteras que han 
sufrido el flagelo del desplazamiento forzado al interior del país (CNMH, 2015).  
 




Por ende, es pertinente abordar uno de los problemas que se manifiesta en las personas que 
han sido testigos vivientes de los combates entre la insurgencia, los paramilitares y agentes del 
Estado, que se hace tangible en el desconocimiento de sus derechos por parte de los guerreristas, 
como a su vez a la hora de acudir ante los funcionarios públicos para la protección de su dignidad 
humana.  
Así las cosas, es importante entender que la situación de las víctimas del desplazamiento 
forzado es muy difícil, porque se encuentran en condiciones de vulnerabilidad manifiesta de tal 
magnitud, que desborda el entendimiento del Derecho Internacional Humanitario, teniendo en 
cuenta que: 
las altísimas cifras en materia de impunidad documentados […] en relación con delitos de 
gran impacto como son las graves violaciones a los Derechos Humanos y las infracciones 
al Derecho Internacional Humanitario cometidas en el contexto del conflicto armado 
interno colombiano ilustran la precariedad [de las instituciones] en materia de eficacia. 
(CNMH, 2013, pág. 197). 
Así como el desconocimiento de su dignidad humana. Fatalmente en el Estado de Derecho 
Colombiano, se viola sistemáticamente los derechos fundamentales de la población civil, pero con 
mayor rigor en aquellos que están en una condición de vulnerabilidad manifiesta como lo son los 
que lleva a cuesta las consecuencias de la guerra ignominiosa. 
Por lo anterior, asumiendo desde una ética de responsabilidad social, así como de un 
compromiso de contribuir en la construcción de un país diferente y mejor, en donde no sea la voz 
de los fusiles y las detonaciones, sino el decir de la población civil, de aquellos que en las 
 




cotidianidades construyen la patria colombiana, es que se hace necesario proponer mecanismos 
alternativos y concretos, pero sobre todo asertivos, que  garanticen la eficacia de la protección de 
los derechos fundamentales de las víctimas de la violencia como lo son los desplazados. Por lo 
cual, se entiende que el Derecho Viviente, más que ser los pronunciamientos emitidos por la Corte 
Constitucional Colombiana en el desarrollo de la legislación nacional, es, un mecanismo jurídico 
que puede garantizar los derechos humanos, de aquellos que por su condición de víctimas son más 
vulnerados.  
En el contexto del pos-conflicto en Colombia, se manifiesta la necesidad de transformar 
las realidades de las víctimas del desplazamiento forzado, ya que no solo fueron violentadas en los 
escenarios de confrontación armada, sino que también han sido invisibilizados por parte de los 
funcionarios públicos, cuando buscan la reparación, protección y reivindicación de sus derechos, 
que desafortunadamente han sido desconocidos, quebrantados y vulnerados.    
Por lo anterior, se hace necesario proponer una herramienta encaminada a contribuir en la 
protección, reivindicación y satisfacción de los derechos humanos de las Víctimas del conflicto 
armado interno en Colombia, teniendo como presupuesto los aportes el Derecho Viviente, 
entendido como la garantía de la inviolabilidad de los derechos fundamentales, que se manifiesta 
en los pronunciamientos del Supremo Tribunal Constitucional.  
  
 






CAPÍTULO I. CONTEXTO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Entendiendo el conflicto interno colombiano 
 
En el presente capítulo se realiza una aproximación contextual de las causas y consecuencia 
del conflicto armado interno colombiano, teniendo como presupuesto epistemológico los aportes 
de las diferentes investigaciones académicas, así como los resultados de los estudios de las 
organizaciones defensoras de los derechos humanos. Lo anterior desde una mirada académica de 
los violentólogos como por ejemplo el Maestro y Docente de la Universidad Nacional de Colombia 
Profesor Mario Aguilera Peña, como también desde una mirada contra insurgente, pero lo más 
importante, desde la perspectiva y realidad de las víctimas, quienes serían aquellos que sufrieron 
los desmanes de la guerra y hoy por hoy de una u otra forma han tenido que asumir las 
consecuencias de una guerra fratricida y nefasta.  
Así, en las próximas líneas, el recuento histórico haciendo usos de la histórica, entendida 
como aquella que es narrada desde las realidades y no desde las institucionalidades, será lo que 









Causas, desarrollo y consecuencias del conflicto. Una aproximación histórica.  
Colombia cuenta con 1.141.748 km2 de territorio nacional, es el tercer país más grande de 
América del Sur, después de Brasil (8.511.996. km2) y Argentina con (2.779.221 Km2), cuenta con 
una gran variedad de fauna y de flora que en términos generales se podría resumir la descripción 
de este hermoso país, como uno de los más ricos en naturaleza, en variedad climática y en la 
generosidad y calor humano de sus pobladores (CEPAL, 2000, pág. 9).  
No obstante, la historia política y social de Colombia muestra unas dinámicas de 
desigualdad, falta de justicia social, falta de condiciones de vida digna para todos asociados, lo 
cual sería parte del detonante de la violencia y del conflicto armado interno en la Nación. Pero 
también una de las cusas que fueron determinantes en el desarrollo conflictual armado interno, 
seria en un primer momento entre 1958 a 1982,  la guerra bipartidista, que tuvo su tránsito a una 
violencia subversiva, “caracterizada por la proliferación  de las guerrillas que contrastan con el 
auge de la movilización social y la marginalidad del conflicto armado” Memorias de Guerra y 
Dignidad (CNMH, 2013, pág. 111).  
El anterior contexto es el que permite identificar y distinguir entre comunidad y población 
civil, frente a guerrilla, paramilitares y bandas criminales como “actores armados” (Beltrán 
Villegas, 2015, pág. 29). En este sentido es necesario decantar que durante el siglo XIX y parte 
del XX, la violencia en Colombia se vio encrudecida por los partidos tradicionales, ya que como 
aún persiste, se tenía interés por el poder, “para lograr el dominio del aparato estatal, a tal punto 
 




que este accionar puede considerarse como una constante histórica de varias décadas”. Memorias 
de Guerra y Dignidad (CNMH, 2013, pág. 112).  
Lo anterior, teniendo en cuenta que entre 1946 hasta 1958, fue la época en que se 
determinaron las dinámicas y lógicas de la “violencia”, entre los partidos tradicionales, Liberales 
y Conservadores, lo cual tendría  gran incidencia en la confrontación y consolidación de los bandos 
que generaron y se regocijaron en un las dinámicas de la guerra, el derramamiento de sangre, la 
desaparición forzada y el nefasto fenómeno del desplazamiento forzado de campesinos, toma de 
rehenes y definitivamente el desconocimiento y violación sistemática de los Derechos Humanos.  
En este contexto en 1958 desde la Junta Militar se crea la Comisión Investigadora  de las 
Causas Actuales de la Violencia, en la cual tuvo una participación importante Monseñor Germán 
Guzmán, los cuales hicieron un trabajo de campo e investigativo para determinar el cómo y por 
qué de la violencia al interior del territorio colombiano (Chambres, 2013, pág. 281). 
Desafortunadamente, para los grupos guerrilleros una motivación para que se hayan alzado en 
armas es que los “problemas del campo colombiano se halla en la histórica y abrumadora 
desigualdad de la propiedad de la tierra” (Lozano Guillen , 2001, pág. 37).  
No obstante es importante destacar que, “la violencia fue una estrategia desatada por las 
elites políticas para contrarrestar el movimiento popular que buscaba una revolución social y 
política” (Chambres, 2013, pág. 285), y este pueblo que se estaba organizando, lo hacía porque 
veía que las cotidianidades la injusticia, desigualdad y pobreza les estaba matando impunemente, 
claro está que muchos de estos movimientos se identificaban con las ideas de izquierdas 
comunistas, por eso se pensaba en un cambio a través de la revolución. 
 




Es por ello que “algunas clases dirigentes y las ‘oligarquías’ de ambos partidos 
tradicionales, coaligadas por la seria amenaza a sus intereses, tomaron entonces las riendas del 
Estado para efectuar la contrarrevolución” (Guzmán Campos , Fals Borda , & Umaña Luna , 2005, 
págs. 450-451). Lo que se traduce en que la vieja violencia bipartidista que se convertiría en 
subversiva y contra insurgente, que estaba representada por los diferentes movimientos y 
sindicatos obreros que comulgan con los ideales comunistas o las prácticas libertarias que tenían 
como consigna libertad para todos, pero también un cambio estructural del Estado y las dinámicas 
económicas capitalistas que imperaban en aquel momento histórico.   
Siguiendo el hilo conductor, se puede destacar el informe de la Secretaria de Agricultura 
del Tolima de 1959, el cual es un documento que posibilita tener una mirada más amplia de las 
causas del conflicto armado interno colombiano. En este texto emblemático se puede encontrar 
que la violencia tubo como detonante no solo la pugna bipartidista del momento, sino que a su vez 
se generó con unos intereses económicos que devenían de las consignas de tierras y reforma 
agraria. (SAGT, 1959). 
Es así como se puede determinar que hubo múltiples víctimas del nefasto conflicto entre 
las guerrillas y las Fuerzas Militares, ya que en el periodo de 1949 a 1957 se registraron 16.219 
muertos “sin incluir los muertos habidos con fuerzas regulares del Ejercito, ni en masacres 
colectivas, que generalmente eran abandonados a los animales, o arrojados a los ríos y precipicios 
y tampoco las bajas sufridas por las fuerzas Militares”. (CNMH., Memorias de Guerra y Dignidad. 
Informe General, 2013, pág. 113).  
 




Para la misma época, desafortunadamente 321.621 personas fueron víctimas del flagelo del 
desplazamiento forzado de forma permanente o transitoria, lo que se traduce a que 40.176 
propiedades hayan sido abandonadas en las mismas condiciones temporales, que al fin de cuentas 
sería el 46% de las tierras habrían sido abandonadas entre 1955 y 1956. (SAGT, 1959, pág. 7). 
Como consecuencia de la ambición, ansias del poder y las estrategias de guerra se generaron 
dinámicas nefastas para toda la población colombina, que para el departamento del Tolima se 
emplearía el destierro a través de la quema de 34.304 casas (SAGT, 1959, págs. 7-10).  
En este orden de ideas, se constata que históricamente la guerra en Colombia ha sido las 
peor de las herramientas de cambio para la población civil, quienes en últimas son los que sufren 
las consecuencias de una guerra fratricida y encrudecida en el tiempo.  
Como se puede ver, desde la época de la Violencia1, las justificaciones para “jalar del 
gatillo”, desplazar a los campesinos, violentar a las mujeres y niños y desconocer los derechos 
fundamentales a la población civil, son múltiples. Por un lado, las guerrillas con las consignas de 
reivindicación de los derechos de los desposeídos y desde las Fuerzas Militares con las dinámicas 
de reestablecer el orden, han generado, las condiciones propicias para la proliferación de víctimas 
de toda índole, es decir, sexuales, desplazamiento forzoso, homicidios, desconocimiento de 
Derecho Internacional Humanitario entre otros.  
Lo anterior es para significar, que, desde la institucionalidad, así como desde los sectores 
que se dicen “neutrales”, como desde los ideólogos de izquierda, se ha generado o construido un 
                                                          
1 Época de la violencia, se le denomino al periodo de violencia bipartidista entre 1946 – 1959, lo cual dio origen y 
consolidación las guerrillas colombianas.(Oquist, 1978) 
 




discurso que argumenta y justifica la violencia, que en determinado momento no se tuvo en cuenta 
las consecuencias que traería para la población civil.  
Lo anterior se puede sustentar debido a:  
La violencia del país fue entendida como la consecuencia de los avatares en la construcción 
democrática de una Nación, cuando tiene que luchar contra diversos grupos que 
tradicionalmente han ejercido el poder y que gozan de la potestad de inventar estratagemas 
en contra de la solidificación de una unidad que les impida seguir con sus privilegios 
(Zuleta P, 2006, pág. 5).  
Así las cosas, los investigadores académicos y representantes de las diferentes ONG´S. han 
determinado que, las guerrillas colombianas son “el resultado de dos (2) procesos que se 
entretejieron de forma paralela con distintos fenómenos locales y regionales” (Cadavid, 2010, pág. 
2). En este contexto, se sabe que las FARC-EP, tiene sus orígenes en el fenómeno de las luchas 
rurales, que son el resultado de las autodefensas agrarias campesinas y cuya ideología fue 
fundamentada por el Partido comunista (Cadavid, 2010). No obstante, es preciso señalar que en 
los sectores en los que tuvo mayor incidencia por la organización geográfica fueron, el 
departamento del Tolima, los Santanderes y los Llanos Orientales (Cadavid, 2010).  
Para los años cincuenta, se produce la llamada guerra de Villarrica, en el Sumapaz y en el 
Oriente del Tolima, en donde se dieron nuevos procesos de colonización en las regiones del Ariari 
y el Pato, en donde se generó la transformación de las FARC en un grupo guerrillero con el nombre 
inicial del bloque Sur, contra este fenómeno insurgente, se orquesto una ofensiva militar por parte 
de las Fuerzas Militares, lo cual tuvo incidencia importante, en que los diferentes grupos 
 




insurgentes, se consolidaran, ya que estarían perdiendo o viéndose como se dice en el argot 
popular, “acorralados” (Waldmann, 1999). 
A este fenómeno, fue lo que se le denominó geopolíticamente, como las repúblicas 
independientes de Marquetalia, El Pato, Riochiquito y Guayabero (Cadavid, 2010), en donde se 
gestaron y se consolidaron procesos de formación y entrenamiento militar a las nuevas guerrillas 
nacientes. En estos territorios, se desconoció el orden constitucional y legal, y más desde la 
implementación como estrategia de guerra el “terrorismo” en especial urbano, que trajo consigo el 
sometimiento de poblaciones enteras a las políticas subversivas de los insurgentes (Rangel , 2008). 
Por ello, es pertinente decir que la oleada de ataques guerrilleros ocurridos entre 1962 y 
1963 fueron suficiente justificación para que en el periodo presidencial comprendido entre 1962 a 
1966, el presidente Guillermo León Valencia, se hiciera una arremetida contra las organizaciones 
comunista que serían como los centros de pensamiento insurreccional (Pizarro Leongómez, 2004).  
Es en este contexto, en que se consolida erróneamente la idea de que el cambio vendría 
necesariamente a través de las armas, en donde se desgarra violenta y brutalmente al pueblo 
colombiano donde han corrido miles de ríos de sangre. Este fenómeno se da gracias a lo que los 
investigadores académicos han denominado como degradación de la guerra y la guerrilla, ya que, 
a razón del conflicto armado interno, incurrieron en prácticas nefastas como lo son “exacciones a 
la población civil, secuestros políticos y económicos, impuestos de guerra, etc.” (Beltrán Villegas, 
2015).  
En este sentido, la historia nos cuenta que “la toma de poblaciones era seguida del saqueo 
por parte de los alzados en armas” (Tirado Mejía, 1996, págs. 37-34), donde el común 
 




denominador era que se configurara el destierro, que jurídicamente se debe decir, es el 
desplazamiento forzoso  (Código Penal Art. 159), dejando un saldo de 6.459.501 de víctimas de 
dicho flagelo según los informes del Registro Único de Víctimas (CNMH, 2015, pág. 16).  
Al margen de lo anterior, es necesario decir que en las décadas de 1960 y 1970, con la 
conformación del Frente Nacional, el cual fue un pacto ente liberales y conservadores, las 
incursiones guerrilleras tuvieron un nivel mucho más bajo, es decir que la guerra tuvo una menor 
intensidad, pero se prolonga en el tiempo. (CNMH., Memorias de Guerra y Dignidad. Informe 
General, 2013). Así las cosas “La oposición política al Frente Nacional se expresó, aunque de 
forma limitada, a través de las disidencias en el seno del bipartidismo y de los canales 
institucionales diseñados para ello”. (CNMH., Memorias de Guerra y Dignidad. Informe General, 
2013, pág. 127). También se generó la radicalización de sectores armados que no estaban de 
acuerdo con las políticas institucionales, como también de grupos que generarían y contribuirían 
a la contra insurgencia, estos grupos son los que históricamente también han contribuido al terror 
y han permanecido en el territorio nacional, ellos, los paramilitares (Velásquez Rivera, 2007). 
Al tiempo que se evidenciaba el repliegue de las guerrillas colombianas, también se reforzó 
la ofensiva de las Fuerzas Militares con gran fuerza y violencia, estas amparadas en el Estado de 
Sitio, que fueron evocados por los gobernantes del frente Nacional. Estos estados de excepción, 
fueron utilizados para que se perpetuara en el poder ejecutivo los gobernantes representantes del 
acuerdo bipartidista que duro entre 1944 – 1990 (Dávila Ladrón de Guevara, 1998). 
“El impacto estructural consistió en que la legislación de excepción se volvió permanente, 
restringiendo derechos y libertades, por invocación de la seguridad nacional, lo que reforzó 
 




la autonomía de las Fuerzas Armadas dentro del Estado, con la creciente politización 
derivada de su talente anticomunista”.  (CNMH., Memorias de Guerra y Dignidad. Informe 
General, 2013, pág. 128).  
Es por ello que el discurso de las guerrillas tendría resonancia en los sectores populares y 
más cuando, estas manifiestan que: 
“Las FARC nacimos resistiendo a la violencia oligárquica que utiliza sistemáticamente el 
crimen político para liquidar a la oposición democrática y revolucionaria; también como 
respuesta campesina y popular a la agresión latifundista y terrateniente que inundó de 
sangre los campos colombianos usurpando tierras de campesinos y colonos, y nacimos 
también como actitud digna y beligerante de rechazo a la injerencia del gobierno de 
EE.UU., en la confrontación militar y en la política interna de nuestra patria, tres razones 
esenciales que gestaron a las FARC tal como se señala en el Programa Agrario de 
Marquetalia elaborado y difundido en 1964”.   (Beltrán Villegas, 2015, pág. 121)2 
Así las cosas, ya para mayo de 1982 en la Séptima Conferencia de las FARC, es cuando 
esta organización decide ser un Ejército Revolucionario “del Pueblo”, en donde discursivamente 
se pretendía proteger los derechos de los campesinos a través de un nuevo modo de operar como 
parte de una estrategia claramente ofensiva (Pizarro , 2011).  
                                                          








La anterior afirmación se puede evidenciar verbigracia, en acciones como la toma de la 
base militar de Las Delicias en 1996; posteriormente San Juanito y Patascoy en 1997, generando 
una estrategia de confrontación ofensiva, en donde se generaron situaciones y golpes contundentes 
a las Fuerzas Militares, pero en ese ejercicio los daños colaterales definitivamente los tenía que 
asumir la población civil. (Beltrán Villegas, 2015). Este es el escenario que atiza la violencia, 
muerte, despojo, desconociendo de los derechos fundamentales y el destierro, como mecanismo 
de coerción por parte de las Guerrillas foráneas, como también por parte de las incursiones 
terroristas de los grupos paramilitares como lo fueron las Autodefensas Unidas de Colombia 
(AUC). 
Entonces en la década de 1990 y entrando al nuevo milenio, la guerra alcanzo su máxima 
expresión debido a que el conflicto armado interno se transforma en “una disputa a sangre y 
fuego”, teniendo como consigna reivindicatoria por parte de los actores armados, las tierras, el 
territorio y el poder local. (CNMH., Memorias de Guerra y Dignidad. Informe General, 2013, pág. 
156). 
De lo dicho, se suma las diferentes prácticas guerreristas que se emplearon por parte de los 
actores del conflicto, de acuerdo a esto, el reclutamiento forzado que emplearon los combatientes 
de las estructuras y frentes de las FARC (Beltrán Villegas, 2015); pero que también tuvo 
resonancia otras formas de implantar el terror, la angustia y el desosiego, como lo es, el 
desplazamiento forzado, generando control y dominio sobre determinados territorios, generando 
un debilitamiento de la justicia, ya que el orden institucional prácticamente no tenía eficacia en los 
 




sectores que se habrían posesionado los insurgentes  (Galindo , Restrepo , & Sánchez, 2009, pág. 
328). 
Como se puede evidenciar en lo relatado, las prácticas de violencia en la guerra tuvieron 
como consecuencia que la población civil en especial el campesinado ya no tuviera confianza o 
afinidad con los grupos insurgentes. Al igual, desafortunadamente, tampoco con las Fuerzas 
Armadas de Colombia. Es así, como se empieza a dar el fenómeno de la fuerza y violencia en 
contra de la población civil y en lugar de persuasión, se instalaron la intimidación y la agresión, la 
muerte y el destierro. (CNMH., Memorias de Guerra y Dignidad. Informe General, 2013).  
En este contexto histórico y nefasto del conflicto armado interno colombiano, es que se 
presentan diferentes formas y cualidades para que se configuren las víctimas del conflicto, pero 
una de ellas y fue la que tuvo una mayor proliferación e incidencia en todo el territorio nacional 
fue (o es) el desplazamiento forzado, que se generó por las acciones bélicas, extorsivas, y 
desconocimiento del Derecho Internacional Humanitario (DIH) de todos los actores del conflicto.  
Desde los estudios de diferentes investigadores académicos y de las ONG´s, se puede 
determinar que fueron diferentes factores los que exteriorizaban un debilitamiento institucional 
respecto a las formas de combatir las guerrillas de las FARC, pero uno de los que fue determinante 
es que, para el Gobierno de Ernesto Samper, se dio una crisis de gobernabilidad que deviene del 
nefasto y mal llamado “proceso 8.000”. (CNMH., Memorias de Guerra y Dignidad. Informe 
General, 2013).  
Este oscuro momento histórico de gobierno en Colombia genero desacuerdo en consolidar 
un escenario de negociación con los grupos guerrilleros, ya que no habría consenso para tal 
 




propósito, ya que el ministro de Defensa Fernando Botero Zea, y los altos mandos militares como 
por ejemplo el General Harold Bedoya, comandante del Ejército, no estaban de acuerdo con las 
demandas y propósitos de las FARC (López Gutiérrez, 1999). 
Atizado el contexto de violencia y de desorden institucional, así como prolongamiento y 
recrudecimiento del conflicto armado interno en Colombia, para el periodo presidencia 1998-2002, 
del Andrés Pastrana Arango, se llega al despeje de la región del Caguán en el Caquetá, la cual sería 
la sede de negociación con las FARC- EP (Amnistía Internacional , 2002).  
Para este momento el ministro del Interior, Horacio Serpa Uribe y el Alto Comisionado 
para la Paz, Carlos Holmes Trujillo, serían los mayores defensores de las negociaciones en la 
necesidad de buscar darle fin a tantos años de conflicto entre gobierno y las guerrillas (CINEP-
ODECOFI, 2012). Claro está, que como es bien sabido, este proceso de negociación con las FARC, 
fue un intento nefasto y fallido; por cuanto, cabe decir que se sientan las bases para entender que 
las guerrillas entran en un estado de transición y debilitamiento.  
Una de las manifestaciones de debilitamiento, desespero y preocupación por parte de las 
guerrillas y de las dinámicas de la guerra, es que se emplean actuaciones de secuestro, extorción, 
y desconocimiento del Derecho Internacional Humanitario, no sólo por parte de las guerrillas de 
FARC, sino de las Fuerzas Militares y los grupos paramilitares. De tal suerte, que las guerrillas no 
quisieron transitar a la vida civil de la mano de la reforma de la Constitución de 1991; sino que 
por el contrario lo que generan es un escenario de pánico, violencia y terrorismo, acompañado de 
prácticas de narcotráfico y otros delitos que no se entienden como propios de los delitos políticos. 
 




El incursionar en nuevas prácticas delictivas, tendría como propósito el poder aumentar el pie de 
fuerza tanto de combatientes como de armas para atentar contra las Fuerza Públicas. 
Es así que el informe de memoria histórica, argumenta que:  
Entre estos hechos se registra el ataque a la base militar de Las Delicias, Putumayo, el 30 
de agosto de 1996 (54 militares muertos, 17 heridos y 60 retenidos); al cerro Patascoy, 
Nariño, el 21 de diciembre de 1997 (10 soldados muertos y 18 retenidos); a Mitú, capital 
de Vichada, el 4 de noviembre de 1998 (35 militares  y civiles muertos); y la emboscada 
de El Billar en Cartagena de Chairá, Caquetá, el 3 de marzo de 1998 (58 militares muertos, 
20 desaparecidos y 26 retenidos). Memorias de Guerra y Dignidad (CNMH., Memorias de 
Guerra y Dignidad. Informe General, 2013, pág. 161). 
Ya para este momento y con el despeje del Caguán, las FARC se reorganizan, y fortalecen, 
pero no es menos cierto que es el momento en que también la Fuerza Armada con la ayuda del 
gobierno de los Estado Unidos empieza a fortalecerse y a tecnificarse de tal manera que se hace 
muy fuerte operativa y estratégicamente. Ejemplo de ello, es la estrategia implementada por el 
gobierno del Presidente Pastrana con la política de Seguridad Nacional (MinDefensa, Gral. 
Rodríguez Barragán , & Almte. Blain Garzón, 2015). Lo anterior se puede corroborar en el 
desarrollo del Plan Colombia, que es un plan cuyo propósito era combatir el narcotráfico y el 
terrorismo, como bandera ideológica y discursiva que se utilizó para ponerlo en marcha. 
No obstante, era necesario generar golpes contundentes contra una de las guerrillas más 
antiguas de Latinoamérica, de tal manera que volviera el orden institucional y constitucional 
colombiano. (Gral. Ospina Ovalle, 2008). En el mismo sentido, para los periodos presidenciales 
 




de Álvaro Uribe Vélez, se hace una arremetida importante en contra de los guerrilleros 
combatientes y el discurso beligerante tiene un cambio importante, pues éstos –guerrilla- ya no se 
miran como grupo insurreccional e insurgente, sino como un grupo terrorista. Es por ello, la 
importancia de lo instaurado como programa en el  período presidencial de Uribe “el Plan 
Patriota”, el cual sería puesto en marcha en 2003, como apoyo de la política de Seguridad 
Democrática como política de Estado, “este plan es apoyado por el gobierno de los Estados Unidos 
que durante muchos años se negaron a reconocer la alianza de las FARC con el narcotráfico […] 
y fue lanzado como una iniciativa exclusiva del gobierno colombiano” (Gral. Ospina Ovalle, 2008, 
pág. 4).  
El plan fue un programa contrainsurgente de las Fuerzas Militares y de Policía para las 
zonas del Meta, Caquetá y Putumayo, para recobrar las zonas urbanas y las vías de comunicación 
de la guerrilla de las FARC y el Ejército de Liberación Nacional (ELN). Para el año 2004, el plan 
busco acabar con las estructuras de las FARC, pero lamentablemente lo que dejó fue muchos 
campesinos víctimas de desplazamiento por violencia.  
Como ejemplo de ello es importante recordar que “los helicópteros utilizados por el Plan 
Colombia no podían ser empleados en desarrollo del Plan Patriota por pertenecer al Departamento 
de Estado de los Estados Unidos” (Gral. Ospina Ovalle, 2008, pág. 4), pero que con el tiempo esta 
situación cambiaria y ambos planes se complementarían, con el objetivo de detener el tráfico de 
drogas y a los insurgentes. 
Asimismo, y como es sabido, en los dos períodos presidenciales del Álvaro Uribe Vélez, 
una de las banderas de seguridad para la Nación, fue fortalecer las Fuerzas Militares, generando 
 




confianza institucional, e incentivando a los miembros del Ejército a través de bonificaciones o 
beneficios por dar de baja en combate a guerrilleros, lo cual se puede corroborar en la Directiva 
Ministerial Permanente Nº 29 de 2005, la cual “desarrolla criterios para el pago de recompensas 
por la captura o abatimiento en combate de cabecillas de las organizaciones armadas al margen de 
la ley (…) (DMP Nº 29  de 2005).  
Sin embargo, desafortunadamente la policía de Seguridad Democrática, no fue eficaz y sí 
que menos la más idónea en términos de generar tranquilidad y realmente construir un país en paz 
y con verdadera democracia. Empero, no se puede negar que en algo si contribuyó. Pues para el 
momento de la militancia del presidente Santos, era evidente el debilitamiento de los grupos 
ilegales en especial de la las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia – Ejército del Pueblo 
FARC-EP, entendiendo, que estas circunstancias, quedara fácil iniciar negociaciones.  
Es decir, que el debilitamiento y de los fuertes golpes militares por parte de la Fuerza 
Pública a las guerrillas, en el primer Gobierno del Actual Presidente Juan Manuel Santos, se llega 
a un escenario de negociación con una de las guerrillas más antiguas del mundo. Pero cabe aclarar 
que en términos de negociación las FARC no llegan como un grupo derrotado, sino como una 
guerrilla que se dio cuenta de la imposibilidad de tomarse el poder por las armas y que el 
prolongamiento de la guerra era nefasto para la población civil. Lo anterior se puede deducir de  
lo manifestado por los negociadores del acuerdo de Paz que se firmó en al Habana, Cuba, al decir: 
“la mejor de ganarle a la guerra fue sentándonos a hablar de paz” (Cortés Rodas , 2016, pág. 37), 
lo que significa que no se llegó a la mesa de negociación con un discurso guerrerista, sino con el 
anhelo y la posibilidad de llegar a un acuerdo para una Paz estable y duradera. 
 





Éxodo como herramienta de terror:  La violación de los derechos fundamentales, 
desde una mirada a las víctimas desplazadas en el marco del conflicto armado 
colombiano  
Mencionar o decir quiénes son las víctimas del conflicto armado en Colombia, es entrar en 
un laberinto que prácticamente se torna sin salida, ya que, no es el simple hecho de decir éstos o 
aquellos son víctimas de la confrontación armada entre agentes del Estado y grupos ilegales, sino 
también, es la obligación ética, de describir las situaciones de prácticas atroces por parte de los 
victimarios en contra de la población civil.  
Es por ello que, en este apartado, se pretende mostrar como operaron los grupos en disputa 
frente a las personas que no hacían parte del conflicto y como se vulneró y violentó los derechos 
fundamentales de la población civil desconociendo el Derecho Internacional Humanitario.   
Todos los actores armados han incorporado el ataque a la población civil como estrategia 
de guerra […] Los actores armados no han escatimado en el uso de la violencia. La 
reconstrucción de la memoria histórica […] muestra que guerrilla, paramilitares y 
miembros de la Fuerza Pública recompusieron y ajustaron sus prácticas de violencia de 
acuerdo con los cambios en las lógicas de la guerra y en los objetivos de cada uno de estos 
grupos perseguía. (GMH, 2013, pág. 34) 
Como consecuencia de las diferentes formas de violencia como lo son las “amenazas, 
encierros, reclutamientos ilícitos y forzados a colaborar con un determinado grupo. Mujeres y 
 




niñas fueron víctimas de diferentes formas de violencia sexual, agredidas en sus cuerpos y su 
dignidad. Sus lugares de vivienda y trabajo fueron ocupados” (GMH, 2013, pág. 261), se vieron 
en la necesidad de huir y dejar todo lo que tenían es así como se tipifica el desplazamiento forzado 
por causa del conflicto armado.  
 No es fácil decir que Colombia es uno de los países más violentos del mundo, y 
aunque paradójicamente hayan reconocido el premio Nobel de Paz al actual presidente Juan 
Manuel Santos Calderón a razón de la firma del acuerdo de paz en con las FARC-EP que 
finalmente fue corroborado el 24 de noviembre de 2016, no se puede desconocer que actualmente 
las víctimas del conflicto y estas manifestadas también en los desplazados por la violencia aún 
siguen sufriendo las consecuencias del conflicto. Muchos de ellos aun añoran poder regresar a sus 
tierras y lugares de origen, pero desafortunadamente a pesar de que existan mecanismos jurídicos 
para la protección de las víctimas como lo es la ley de restitución de tierras, en la práctica no es 
eficaz la política pública para que ello se haga realidad. 
 Por lo anterior es que se ha definido el desplazamiento como:  
La acción llevada a cabo por personas o grupos de personas que se han visto forzadas u 
obligadas a escapar o huir de su hogar o de su lugar de residencia habitual, en particular 
como resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de violencia 
generalizada, de violaciones de los [derechos] humanos […] (Roldán Valencia , 2007, pág. 
42) 
Ahora bien, al hacer un intento por tener claro, quiénes y en qué condiciones son las 
víctimas del desplazamiento forzado interno colombiano, se debe manifestar también que es un 
 




“fenómeno masivo y sistemático” (GMH, 2013), que se ha extendido a lo largo y ancho del 
territorio colombiano. Por lo cual “cuantificar las dimensiones del desplazamiento forzado ha sido 
una tarea con numerosas dificultades, debidas en parte al tardío reconocimiento oficial del 
fenómeno” (GMH, 2013, pág. 71), que en sí es importante para establecer la situación real de las 
víctimas del desplazamiento que son las personas que han sufrido el flagelo de la guerra fratricida 
en Colombia. Sin desconocer que entidades gubernamentales han hecho esfuerzos importantes 
para poder cuantificar y cualificar las consecuencias de la guerra nacional.  
Desafortunadamente en Colombia se ha manifestado el éxodo de las familias de su lugar 
de origen a otras zonas del país por miedo o amenazas que han realizado los actores del conflicto, 
por lo cual es crucial entender que “el desplazamiento forzado ha sido una modalidad de violencia 
en continuo crecimiento” (GMH, 2013, pág. 71). 
Son múltiples las causas del desplazamiento forzado que han tenido que vivir las víctimas 
del conflicto, pero en el presente trabajo es importante que sean desde las narrativas de los 
sufrientes que se puede manifestar que fue lo que los motivo a dejar sus tierras, animales, amigos, 
vecinos, parientes, en fin, toda una vida construida y que por culpa de las practicas del conflicto 
tuviesen que dejar todo, que en palabras de ellos sería dejar hasta la vida. Así, por ejemplo, al 
narrar que fue lo que impulso a una mujer adulta irse de su tierra esto fue lo que manifestó:  
[…] Cuando se fue entrando el grupo de la guerrilla se fue complicando todo. […] cuando 
yo bajaba a La Sonora veía a mi hijo allá y le preguntaban “¿usted que está habiendo acá?” 
“no, acá conversando con ella”. “¿y que está conversando?” “no, cosas personales”. “Usted 
no tiene por qué estar conversando, porque usted es menor de edad. Si ustedes van a incluir 
 




a mi hijo en algo raro yo voy a poner el denuncio”. Si usted va a poner el denuncio la 
mandamos matar a toda su familia”, así fu la amenaza. Me dio rabia […] amenazaron a 
nuestros hijos: “si ustedes no se vienen con nosotros, sus papás se mueren” (CNRR & 
GMH, 2008, págs. 166-167). 
No solo fueron situaciones comprometedoras con los grupos ilegales, sino que a su vez la 
impotencia e imposibilidad de poder denunciar ante las autoridades las violaciones sistemáticas de 
sus derechos, es lo que hace que las personas tomen la dura decisión de irse de su lugar de origen, 
como instinto de supervivencia o sobrevivencia de la muerte, de la humillación del desprecio, 
herramienta empleada para dañar y general el profundo dolor como marca de la historia construida 
y por construir. Dentro de las mismas narraciones se puede evidenciar que entre muchas otras 
causas (casi indecibles), se encuentra las prácticas de la violencia sexual “orientada a generar 
cohesión entre integrantes de grupos paramilitares y el afianzamiento de sus identidades violentas, 
así como de la guerrilla.   
Pero lo más aberrante es poder determinar que una de las causas del desplazamiento 
en Colombia es la ambición, la codicia y el anhelo de tener y conquistar la tierra de los 
campesinos (CNMH, 2015). Lo anterior, teniendo en cuenta que:  
El desplazamiento forzado en Colombia es un fenómeno histórico ligado a los conflictos 
políticos y económicos que se han desarrollado entre diferentes grupos y sectores de nuestra 
sociedad (…) Además de los protagonistas que intervienen directa o indirectamente en el 
conflicto armado como la fuerza pública, guerrilla, paramilitares y autodefensas, aparecen 
otros factores de violencia como el narcotráfico, la delincuencia común, la explotación de 
 




yacimientos (sic) esmeraldíferos, y conflictos sociales como el que genera la concentración 
de la tierra, que tienen incidencia relativa en la persistencia del desplazamiento  CNMH, 
2015 (pág. 130). 
Como se puede evidenciar, el flagelo del desplazamiento es cruel y una de las 
consecuencias y armas de violencia utilizados en contra de la población civil, para poder imponer 
el poder, mando y subordinación; como también apoderarse del territorio, que como se explica en 
el capítulo de las causas de la violencia, son los factores determinantes que generaron la historia 
de la desolación y éxodo en los colombianos. Por lo dicho en las líneas anteriores es que se vio el 
Estado colombiano en la obligación de construir o general escenarios y dinámicas encaminadas a 
reconstruir el tejido social de las víctimas del conflicto. 
 
Derechos fundamentales. Desconocimiento y vulneración sistemática a las víctimas 
desplazadas en el marco del conflicto.  
 
Lo primero que habría que decir es que el desplazamiento forzado es una grave violación 
de los derechos humanos,   porque se desconoce el conjunto de derechos que le pertenecen a todos 
los seres humanos, que son fundamentales para la preservación de la dignidad humana, y que se 
encuentran reconocidos en instrumentos internacionales como la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y la Convención  Americana de Derechos Humanos, entre otros ( Becerra 
Becerra, 2012).  
 




Así las cosas, es importante tener en cuenta que en el marco del conflicto armado interno 
colombiano, para aquellas personas que han sufrido el desplazamiento, son víctimas de los 
diferentes actores del conflicto, llámese guerrilla, paramilitares o Fuerza Pública, tal como se ha 
establecido en el acuerdo de paz firmado en la Habana, Cuba. No obstante, es importante decantar 
que en dicho contexto se han violentado, vulnerado y desconocido los derechos fundamentales de 
la población civil víctimas de la guerra fratricida, que perduró por más de años en Colombia. Por 
lo tanto, es importante poder establecer específicamente cuáles fueron esos derechos que se 
desconocieron el marco del conflicto.  
En este sentido son importantes los presupuestos que aporta la Corte Constitucional, ya que 
manifiesta que:  
Para el caso del desplazamiento forzado, reconocida como una de las más graves 
situaciones humanitarias afrontadas por nuestro país, objeto de declaratoria de un estado de cosas 
inconstitucional por parte de la Corte Constitucional e innumerables autos de seguimiento, debido 
a la multiplicidad de derechos fundamentales vulnerados, la magnitud del fenómeno –cerca de 
3.000.000 de víctimas-, y la insuficiencia de las medidas adoptadas para conjurarlo, se hace más 
que necesario analizar las implicaciones del Artículo 3 de la Ley 1448 de 2011 frente al 
reconocimiento, atención y reparación integral (Sentencia C- 781 de 2012). 
El máximo Tribunal Constitucional, ha manifestado que son muchas las acciones que 
pueden generar la violación de derechos fundamentales a las víctimas, ya que la vulneración del 
derecho a la reparación integral de las víctimas de desplazamiento forzado, a los actores dentro de 
los procesos de tutela ahora acumulados, y por tanto la ausencia de garantía del goce efectivo de 
 




éste derecho, en conexidad con los derechos a la verdad y a la justicia impiden que se le pueda 
restablecer los derechos a las personas que históricamente han sido víctimas del conflicto (Auto 
292 de 2014). Por lo tanto, la corporación constitucional ha realizado un desarrollo jurisprudencial 
en pro de proteger y restablecer los derechos objeto de tutela de las víctimas del conflicto, en 
especial a los desplazados en Colombia.  
La sentencia SU-254-2013 acumuló más cuarenta acciones de tutela de reparación por vía 
administrativa, presentadas desde el año 2009 por víctimas de desplazamiento forzado en 
situaciones similares. Podemos decir que, si bien las personas que han sido víctimas, son sujetos 
de especial protección de los derechos fundamentales en la Constitución Política de Colombia, 
también les asiste los derechos fundamentales a la verdad, justicia, reparación integral y garantías 
de no repetición. Por lo tanto; en relación con los derechos de las víctimas a la verdad, a la justicia 
y a la reparación, la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha referido al derecho 
internacional humanitario, al derecho internacional de los derechos humanos desarrollado en 
tratados ratificados por Colombia, como la Convención Interamericana o el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, y al derecho comparado. (Sentencia SU- 254 de 2013).  Teniendo en 
cuenta el precedente jurisprudencial internacional e interno, que se ha asumido una posición 
radical y preocupante en la posibilidad de proteger los derechos fundamentales de los más de 
5.712.506 para el 2012, época en la que se da inicio a las negociaciones entre las FARC-PE y el 
gobierno nacional (CNMH., Centro Nacional de memoria Histórica, 2012). 
Desde otra perspectiva, la Defensoría del Pueblo hace una aproximación a la 
conceptualización de lo que se podría entender como los derechos de las víctimas del conflicto 
 




armados. Por ende se entiende que los derechos de las mismas son unas “garantías especiales que 
se otorgan a quienes han sufrido daños derivados de graves violaciones de los derechos humanos 
o infracciones al Derecho internacional humanitario” (Sánchez León, 2013, pág. 12). Estas 
garantías tienen como propósito reconocer el daño sufrido por la víctima, aliviar los sufrimientos 
que padecen y reconocer los perjuicios ocasionados por la violación.  
Así mismo, las víctimas tienen derecho a que el Estado esclarezca judicialmente lo que 
pasó, a que responsabilice a los autores de los hechos y, en caso de que sea pertinente, los sancione 
proporcionalmente al daño causado. Este proceso es conocido como el ejercicio del derecho a la 
justicia. 
Como se puede observar, más que un distanciamiento conceptual, en la manifestación de 
una preocupación por el estado real de las víctimas del conflicto, donde las diferentes entidades 
encargadas por la protección de los derechos fundamentales de las víctimas, aúnan esfuerzos para 
protegerlos y garantizar el restablecimiento de las condiciones de vida digna consagrada con 
fundamento del Estado Social de Derecho colombiano.  
En este sentido se han puesto de acuerdo en manifestar que:  
(…) Las víctimas tienen derecho a que los daños que les han sido ocasionados sean 
resarcidos de manera integral, lo cual incluye medidas de restitución, compensación, 
indemnización, rehabilitación y satisfacción. A esto se le denomina como derecho a la 
reparación. Finalmente, las víctimas y la sociedad que han sufrido estas violaciones tienen 
derecho a que los Estados establezcan garantías hacia el futuro que impidan que los hechos 
 




vuelvan a ocurrir. A esto se le conoce como las garantías de no repetición  (Sánchez León, 
2013, pág. 12). 
Este conjunto de derechos es lo que se conoce como los derechos a la verdad, a la justicia, 
a la reparación y a la no repetición o los derechos de las víctimas (CIDDHH, 2013).  Es importante 
aclarar que las víctimas de violaciones graves de derechos humanos, como ciudadanos tienen 
derecho no solamente a esta triada de garantías, sino además tienen derecho a la satisfacción de 
sus derechos humanos de manera integral, incluyendo derechos de atención y asistencia que no 
deben ser confundidos con los de reparación integral, en razón a que difieren en su naturaleza, 
carácter y finalidad, por cuanto los servicios sociales se prestan de manera ordinaria (vivienda, 
educación y salud), mientras que la asistencia humanitaria los ofrece el Estado en caso de desastres; 
la reparación para este caso es la grave vulneración de los derechos humanos, razón por la cual no 
se puede asimilarlas, aunque sea el mismo Estado el responsable de cumplir con esta función.  
(Sentencia SU- 254 de 2013). 
Los presupuestos anteriores, incluye derechos básicos como el respeto por su dignidad, a 
la participación en las medidas que le afecten, a la no discriminación, a ser tratados de manera 
equitativa por el Estado y, en general, al goce y ejercicio de los derechos de garantía de los cuales 
es responsable el Estado (Sánchez León, 2013). 
 Es por ello, que la Corte Constitucional ha puesto de manifiesto que la jurisprudencia de 
las instancias internacionales de derechos humanos, tal como de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH), tiene una especial relevancia constitucional en cuanto constituye una 
pauta hermenéutica para interpretar el alcance de esos tratados, como la Convención Americana 
 




de Derechos Humanos, y por ende de los propios derechos constitucionales. Lo que posibilitaría a 
las víctimas poder hacer uso de un instrumento jurídico para que se les garantice el goce de sus 
derechos de manera eficaz. 
No obstante, desafortunadamente las víctimas del conflicto armado interno colombiano, 
especialmente a aquellos que han sufrido el desplazamiento forzado por causa de la violencia, no 
se han visto realmente protegidos por los instrumentos mencionados anteriormente, ya que, tal 
como lo manifestó la Corte Constitucional.   
Teniendo en cuenta las dimensiones del daño causado por el desplazamiento forzado y el 
carácter sistemático, continuo y masivo de este delito, la Corte Constitucional ha (i) 
declarado el estado de cosas inconstitucional en relación con la vulneración masiva, 
continua, sistemática del desplazamiento forzado; (ii) la obligación y responsabilidad del 
Estado en materia de prevención y de atención integral desde la ayuda humanitaria de 
emergencia hasta la estabilización socioeconómica y la reparación integral a las víctimas; 
(ii) ha evidenciado las carencias y falencias por parte de la respuesta estatal e institucional 
en relación con la prevención y atención integral del desplazamiento y ha adoptado medidas 
que fijan parámetros constitucionales mínimos para la superación de dichas falencias y del 
estado de cosas inconstitucional, para el logro del goce efectivo de los derechos de esta 
población; y (iii) ha insistido en que el proceso de restablecimiento y de reparación integral 
a las víctimas de desplazamiento forzado es una cuestión de justicia restaurativa y 
distributiva y no puede tener un carácter asistencialista. (Sentencia SU- 254 de 2013) 
 




Como se puede evidenciar, desde la institucionalidad gubernamental, si bien, se ha tratado 
de atender a las víctimas del desplazamiento en procura de la protección de los derechos 
fundamentales, no es menos cierto, que dichos mecanismos, herramientas e instituciones han sido 
ineficaces y por lo tanto se determinó que existe un estado de cosas inconstitucional. Lo que lleva 
casi en un sentido obligatorio a que la Corte Constitucional haga uso de un presupuesto axiológico, 
pero también doctrinario como lo es el derecho viviente, para poder garantizar por lo menos desde 
el ente jurisdiccional, los derechos fundamentales de las víctimas del conflicto como lo son los 
desplazados.   
Es por ello que las cosas se han planteado desde diferentes hemisferios teóricos, 
doctrinantes y jurisprudenciales, la necesidad de proteger los derechos fundamentales de las 
víctimas a través de una herramienta teórico metodológica como lo es el derecho viviente. Lo 
anterior teniendo en cuenta que para poder tomar una decisión respecto de la protección de los 
derechos que le asisten a las víctimas, es necesario tener en cuenta los argumentos y decisiones 
que hacen los órganos de cierre de respectiva especialidad, que son los que en ultimas concluyen 
las discusiones respecto a los diferentes temas importantes que tendrían incidencia para las 
víctimas (Sentencia C - 193 de 2016).  
Teniendo el escenario propositivo del Derecho Viviente, es importante tener en cuenta 
como desde esta teoría jurídica se podría reconstruir o construir herramientas que posibiliten una 
real protección y concreción de los derechos fundamentales de las víctimas del conflicto armado 
interno en Colombia. Lo anterior teniendo atendiendo a la estrategia metodológica que se plantea 
desde esta doctrina, en donde tiene como derrotero el control de constitucionalidad  “sobre 
 




interpretaciones judiciales y este recae sobre el derecho realmente vivido por los ciudadanos, y no 
sobre contenidos hipotéticos, que podrían eventualmente inferirse del texto acusado, pero que no 
han tenido ninguna aplicación práctica” (Sentencia C-136 de 2017). 
  
 






CAPÍTULO II. DESARROLLO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Perspectivas teóricas del conflicto. Una mirada desde el derecho viviente 
La experiencia histórica de Colombia revela que desde el siglo XIX, el país se ha visto 
afectado en diferentes grados de intensidad por conflictos civiles violentos.  Esto data de 
características específicas al estudio de la violencia en el país, dado que puede sostenerse que “la 
guerra civil ha sido la norma en lugar de la excepción” en la historia de Colombia a lo largo de los 
últimos 70 años. Es así, como en el siglo XX se pueden distinguir dos etapas en el conflicto 
armado: 1) un conflicto entre partidos políticos que se manifestó de manera aguda entre 1899 y 
1903 (Guerra de los Mil días) y entre 1948 y 1962, período comúnmente denominado como “La 
Violencia”, y 2) un conflicto asociado a movimientos guerrilleros de carácter insurreccional que 
se gesta en los años 60 y se agudiza desde 1984.   
En lo relacionado propiamente al conflicto, es posible identificar tres (3) etapas en el 
desarrollo de movimientos insurgentes: Emergencia y consolidación (1962-1973); crisis y división 
(1973 – 1980); recomposición y auge (1980-1989). Durante el primer periodo se da el surgimiento 
y consolidación de los grupos guerrilleros ELN, EPL, y FARC-EP. Para mediados de los setenta 
las acciones militares de estos tres grupos consistían esencialmente en emboscadas a patrullas del 
 




ejército y la policía, destrucción de pueblos y ataques a puestos de policía mientras, que sus fuentes 
de financiación eran constituidas por asaltos bancarios y secuestros” (Echeverri, 2001, pág. 20).  
A lo largo del segundo período, los movimientos guerrilleros atraviesan una fase de crisis 
generalizada, aun cuando logran exhibir un lento nivel de crecimiento. Los años ochenta, por el 
contrario, se caracterizan por una reestructuración de los grupos subversivos al surgir nuevos 
movimientos y fortalecerse los existentes, caracterizándose por una estrategia de guerra 
prolongada y la constitución de frentes populares.  
Adicionalmente, la consolidación del narcotráfico representa un papel importante al 
permitir el desarrollo de una alianza estratégica entre mafias y guerrilla, que resulta en una 
significativa fuente de ingresos para estos últimos. Esta situación conduce a la extensión territorial 
de los grupos guerrilleros mediante la ampliación de sus frentes.  El desarrollo y reestructuración 
del conflicto interno a lo largo del siglo se refleja sobre las tendencias de las principales variables 
que determinan la intensidad del conflicto armado.   
En este sentido, de acuerdo con estimaciones oficiales, el período de “la violencia” generó 
300.000 víctimas entre el final de los cuarenta y principios de los setenta. A partir de los años 
setenta, este valor comienza a crecer rápidamente alcanzando un nivel dramático en los años 
ochenta3. A lo largo de los “años ochenta el número anual de homicidios alcanzó un valor de 78 
por 100.000 habitantes, conduciendo a que Colombia en unión con El Salvador encabezase la lista 
de países con más altas tasas de homicidios en el mundo”. (Echeverri, 2001, pág. 23) 
                                                          
3 El nivel de homicidios asciende de 5,800 en 1975 a 28.000 en 1991, cuadruplicando en menos de dos décadas el 
nivel de homicidios.  
 




La profundización del conflicto armado en términos de intensidad, en adición a la 
estructura particular adquirida por el mismo en cuanto a sus manifestaciones, motivación y 
financiamiento de grupos subversivos, dotan al periodo iniciado en 1984 de características 
específicas conduciendo a que esta fecha determine el comienzo de una nueva etapa del Conflicto 
Armado Interno.  
Entre 1985 – 1998 se registraron más de 14.000 acciones armadas, entre contactos entre 
las fuerzas armadas y la guerrilla, emboscadas, actos de sabotaje, asaltos a poblaciones, 
violaciones, ataques a instalaciones, asaltos a entidades, piratería terrestre y hostigamientos. 
Adicionalmente se registraron casi 20.000 asesinatos derivados del conflicto, entre civiles, 
miembros de las fuerzas armadas, y guerrilleros.   
A lo largo del siglo XX Colombia ha enfrentado dos conflictos internos: la violencia, entre 
1948 y 1962, y el conflicto actual.  La determinación del momento preciso de inicio de este último 
presenta la dificultad de la ausencia de un hecho abrupto que desencadene los hechos violentos, 
como si sucedió en el caso de la violencia. El inicio de éstas se ve asociado al asesinato de Jorge 
Eliécer Gaitán, el 9 de abril de 1948.   
En el caso del presente conflicto se tiene que a pesar del surgimiento de los movimientos 
guerrilleros de las FARC-EP y el ELN en los sesenta, y del M – 19 en los setenta, estos 
presentaban una incidencia focalizada y limitada. Aún más, la tasa de homicidio se 
mantuvo en un nivel bajo y establece desde principios de los setenta hasta el inicio de los 
ochenta.  Se puede decir que el periodo comprendido entre 1963 y 1983 constituye una 
 




época de relativa paz, caracterizada por una tasa de homicidios cercana a 28 muertos por 
cada 100.000 habitantes. (Parra, 1998, pág. 13) 
De esta manera, un buen indicador del inicio del actual conflicto es el aumento considerable 
en la tasa de homicidios en Colombia. Entre 1982 – 1984 dicha tasa de homicidios ya sobrepasaba 
de manera considerable y estable el promedio de las décadas precedentes, situándose en los niveles 
de finales del periodo de la violencia.  Esté incremento en la tasa de homicidios coincide con un 
aumento significativo en el número de frentes guerrilleros, desvirtuando la posibilidad de deberse 
exclusivamente a un fenómeno de delincuencia común. 
Suponiendo que en ausencia de conflicto la tasa de 28 muertos por cada 100.000 habitantes 
se habría mantenido, el exceso de muertes por encima de este promedio puede ser atribuido al 
conflicto armado, el cálculo arrojaría un total de muertos derivados del conflicto interno cercano 
a 157.000 entre 1984 y 1995, alcanzando un total de 200.000 hasta 1998.  De la misma manera, 
teniendo en cuenta que durante “la violencia” la tasa de homicidios promedio fue de 70 por 
100,000 habitantes, al atribuir al conflicto el exceso de muertes por encima del promedio de la 
relativa paz, se tiene que dicho conflicto representó un total de 77.000 muertos. (Echeverri, 2001, 
pág. 25) 
Esta cifra es significativamente inferior a la estimación previa. Lo anterior permite 
magnificar el actual conflicto colombiano dentro de su contexto histórico, de donde se concluye 
que su intensidad es mucho mayor a la observada en el conflicto pasado; y además constituye el 
mayor flagelo de intolerancia en el país, en donde las Fuerzas Armadas Militares de Colombia – 
 




FFMM, se ven avocadas a desplazar toda su fuerza con miras a combatir toda la intolerancia de 
los grupos armados, especialmente la FARC – EP. Así, para analizar más la situación de violencia.  
Buena parte del éxito de las FARC –EP militar y territorialmente, se debe precisamente a 
la multiplicación de sus frentes, que le permite simultáneamente realizar su doble estrategia. Por 
una parte, extender la confrontación armada a los lugares apartados del territorio nacional, 
dispersando al ejército.  Y, por otra parte, concentrar su actividad en zonas con potencial 
económico y militarmente estratégicas.   
 Debemos tener en cuenta la política de fronteras llevada durante la presidencia de Álvaro 
Uribe (2002-2010), la cual tuvo un posicionamiento de las FARC-EP en las fronteras con 
Venezuela y Ecuador con los constantes enfrentamientos armados, uno de ellos que marco un 
precedente fue la incursión de las Fuerzas Militares de Colombia al Ecuador. Hoy en día podemos 
decir que el proceso de paz no frena el éxodo de colombianos hacia el Ecuador, a pesar de la 
desmovilización y el cese al fuego de las FARC, pues mensualmente 500 personas al mes ingresen 
como desplazados al Ecuador en busca de un futuro mejor (Herald, 2016). 
 Es importante mencionar que en la actualidad las disidencias de las FARC-EP, las Bandas 
Criminales -BACRIM y el Ejército de Liberación Nacional – ELN, aún siguen delinquiendo en las 
fronteras con Venezuela y Ecuador ya que no ha sido posible llegar a la implementación del pos-
acuerdo en lo que tiene ver con las políticas gubernamentales de erradicación de cultivos ilegales 
y el narcotráfico y así poder llevar a cabo un plan de protección de las regiones selváticas como la 
Amazonía. (Barragán, 2017). 
 




Colombia tiene con Venezuela la mayor zona de frontera y enfrenta una crisis en sus 
relaciones diplomáticas con el incremento del paramilitarismo en las zonas del Catatumbo y 
Arauca lo cual ha provocado un ascenso del desplazamiento de personas que tuvieron que huir de 
sus territorios debido a grupos insurgentes que actualmente se disputan el territorio abandonado por la 
guerrilla de las FARC en pleno posconflicto. 
La Agencia de las Naciones Unidas para los Refugiados – ACNUR, en Colombia, se refirió 
a la situación de los desplazados:  
A la organización le preocupa el desplazamiento de lo que ha corrido del año, en 2016 se 
presentaron 47 desplazamientos masivos, una cifra de 18.386 afectados, aproximadamente 
los mismos datos registrados solo en los cinco meses del 2017… alerta que regiones como 
el Pacífico y la frontera con Venezuela, son lugares donde más registran fenómenos de 
desplazamiento… hablamos de más de 2.056 familias”. Añade estamos esperanzados que 
el pos-conflicto baje el número de desplazados… el desplazamiento en el país se ha ido 
esparciendo por varios departamentos, “También en Nariño, el Valle del Cauca, la frontera 
con Venezuela y la zona de Catatumbo. Además, hemos detectado un evento en Arauca. 
Estas son las zonas que nos preocupan” (Semana, 2017). 
 
Acuerdo de paz, una aproximación crítica a sus alcances y consecuencias  
El proceso de paz entre las FARC y el gobierno es un paso necesario e importante, pero es 
solo el comienzo de una enorme tarea colectiva para una paz duradera, expresión insigne del texto 
 




construcción de paz en Colombia, compilado por Angelika Rettberg (2012)que refleja la imperiosa 
necesidad de la paz en Colombia y que se consolida con lo propuesto por las partes en negociación, 
en cuanto, a la necesidad de la participación popular, hecha por la FARC. “Todos los sectores 
populares deben reclamar su participación dejando oír desde ya sus múltiples voces y propuestas. 
Necesitamos al pueblo, al constituyente primario, definiendo la ruta del diálogo desde “ya”” 
(Gómez, 2012, pág. 8).  
Aspectos que reflejan los puntos de vistas claros y necesarios para el país; por un lado, que 
la paz sea duradera y por el otro la participación de todos. Sin embargo, dentro de este objetivo 
propuesto no se puede dejar de lado a quienes de una u otra forma desean afectar este proceso, tal 
como lo afirma Ácero (2014) que el proceso de paz “afortunadamente [llego] a un punto de no 
retorno. Sin embargo, es importante reconocer que una vez se firme el acuerdo final el país va a 
sufrir un incremento de la violencia y de la delincuencia, producto de una destorcida violenta” 
(pág. 8).  
Se tiene entonces, que, en el proceso de paz, además de integrar una serie de acuerdos y 
compromisos, no puede dejar de lado, aquellos factores que lo entorpecen y que están presentes 
dentro y fuera de la negoción. Es así, que al buscar una percepción transparente y conforme a las 
necesidades específicas del país, es una lucha titánica y más aún si se tiene en cuenta que el 
conflicto ha afectado a todos los sectores económicos y a “todos”. Por ello, tener una postura clara 
frente al tema de la paz resulta algo complejo; a pesar, que se ha logrado desarrollar en el marco 
de la justicia transicional que no es una forma especial de justicia, “sino una justicia adaptada a 
sociedad que se transforman a sí mismas después de un período de violación generalizada de los 
 




derechos humanos. En algunos casos, estas transformaciones suceden de un momento a otro; en 
otros, pueden tener lugar después de muchas décadas”. (Meltzer, 2004, pág. 1) 
Es por esto que, frente a la necesidad imperativa de paz, se ha asumido como una práctica 
normal de la política en situaciones de transición, y especialmente en aquellos aspectos 
relacionados con la reparación que integra el Derecho de las víctimas, de sus derechohabientes y 
de las colectividades a obtener reparación por los daños y perjuicios sufridos.  
Por lo anterior, la Corte Constitucional ha jugado un papel importante en relación a la 
constitucionalización del acuerdo de paz, pero más allá en la procura de la protección de los 
derechos de las víctimas del conflicto armado interno en Colombia. Por ende, en la Corporación 
Constitucional ha manifestado que darle tramite de constitucionalidad al Acto Legislativo 01 de 
2016, “no solo busca el cumplimiento del Acuerdo Final, sino que también protege el derecho de 
las víctimas a participar en la implementación del mismo a través de la Mesa Nacional de 
Participación Efectiva de las Víctimas” (Sentencia C-408 de 2017). 
A pesar de las diferentes manifestaciones en contra del proceso de paz, que se han 
manifestado desde diferentes sectores, es importante resaltar que lo que prima es el bienestar de 
las víctimas y la posibilidad de que sean reparadas íntegramente. Por lo tanto, se podría entender 
que, desde la Corte Constitucional, se han empleado múltiples esfuerzos parta concretar la 
protección de los derechos fundamentales de las personas víctimas del conflicto interno 
colombiano, en especial de aquellos que tuvieron que sufrir el éxodo; es decir, el desplazamiento 
forzado.  
 




El pasado 7 de julio de 2016, el Congreso de la República sancionó el acto legislativo de 
segunda vuelta No. 01, por el cual se establecen los instrumentos jurídicos para la implementación 
del acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de la tan anhelada paz en 
Colombia y así ofrecer las garantías de cumplimiento y para dar fin del conflicto poniendo marcha 
el Procedimiento Legislativo Especial para la Paz. Los actos legislativos y los proyectos de ley 
que se realicen a través de este procedimiento legislativo tendrán un trámite preferencial para las 
cámaras o comisiones respectivas, reduciendo en una tercera parte estos procedimientos ordinarios 
sin que puedan ser prorrogados; este acto legislativo será incorporado a la Constitución mediante 
un artículo transitorio de facultades presidenciales para la paz para expedir decretos únicamente 
con fuerza de ley sobre el tema. ( Presidencia , 2016) 
El acto legislativo 01 del 4 de abril de 2017, que decretó el título de disposiciones 
transitorias de la Constitución en virtud del procedimiento legislativo para la paz, se concreta la 
guía de la justicia transicional mediante la cual se crea el Sistema integral de verdad, justicia, 
reparación y no repetición (SIVJRNR), mediante cuatro (4) instrumentos: a. Comisión para el 
Esclarecimiento de la verdad (CEV), Convivencia y la no Repetición; b. La Unidad para la 
Búsqueda de personas dadas por Desaparecidas (UBPD), c. Las medidas de reparación integral 
para la construcción de paz y las garantías de no repetición y d. la Jurisdicción Especial para la paz 
(JEP), las cuales tienen como fin reparar los derechos de las víctimas del conflicto; asegurar la 
sometimiento de quienes causaron el daño; seguridad y consolidación de la terminación negociada 
del conflicto e impedir que se vuelva a repetir, con estas herramientas constitucionales se 
contribuya al reconocimiento de manera directa o indirecta de los derechos de las víctimas a la 
verdad, la justicia, la reparación y la no repetición de lo ocurrido. 
 




El Decreto 4800 de 2011, que implementa el programa para la reparación de la las víctimas 
del conflicto creado mediante la Ley 1448, se referiré a la indemnización que le será reconocida a 
las víctimas de desplazamiento forzado, la cual será hasta 27 salarios mínimos legales vigentes 
(SMLMV), de acuerdo número con las personas que conformen la familia, cuya indemnización 
deberá ser distribuida por partes iguales a todos sus miembros. Se ha denunciado por parte de la 
Mesa Nacional de Víctimas (MNV) el desfinanciamiento, razón por la cual no se ha podido 
indemnizar a muy pocas víctimas, ya que son 8 millones de víctimas y a la fecha son han sido 
indemnizadas menos de un millón, cuyos recursos están subordinados a un proceso de priorización 
de las víctimas, pero aún no se encuentran establecidos los procedimientos. (Espectador, 2013).  
 
Derecho viviente. Desarrollo epistemológico como presupuesto propositivo para las 
víctimas del conflicto armado en Colombia.  
Tradicionalmente se ha hablado de cuatro fuentes del Derecho: la ley, la costumbre, la 
jurisprudencia y la doctrina. Con el transcurrir del tiempo, que en el estudio del derecho se han 
realizado los respectivos estudios de cada una de sus fuentes. Así, al margen de estas y conforme 
a las necesidades que la humanidad ha venido presentando, en el marco del estudio constitucional 
colombiano, se ha ido posicionando una figura que busca condensar las diferentes interpretaciones 
judiciales respecto a las normas jurídicas, realizadas por los más altos tribunales. A pesar, que la 
Corte ha reconocido desde sus inicios la importancia y validez de la jurisprudencia de los demás 
altos tribunales, hace más de quince años surgió en la jurisprudencia sobre control constitucional 
 




en el derecho colombiano el denominado concepto del derecho viviente, a partir de la Sentencia C 
– 557 de 2001, donde se dijo:  
Observar el derecho viviente en las providencias judiciales es necesario para evaluar si el 
sentido de una norma que el juez constitucional considera el más plausible, es realmente el 
que se acoge o patrocina en las instancias judiciales. Por ello, atender el derecho vivo es 
una garantía de que la norma sometida a su control realmente tiene el sentido, los alcances, 
los efectos o la función que el juez constitucional le atribuye (Sentencia C- 557 de 2001) . 
A pesar de no existir una definición expresa del concepto de “Derecho Viviente”, se podría 
entender como tal el Derecho que los jueces en sus decisiones han aportado a la interpretación, 
desarrollo y actualización de la ley en abstracto. La Sentencia C-557 de 2001 estableció el uso de 
la jurisprudencia como una verdadera fuente de derecho para interpretar las normas que se 
demandan por ser consideradas inconstitucionales y en ausencia de ella, se debe acudir a otras 
fuentes siempre y cuando sean compatibles con la Constitución (Márquez, 2007, pág. 102).  
La Sentencia C-569 de 2004, reitera el reconocimiento del valor del Derecho Viviente de 
la jurisprudencia como fuente de interpretación, queda plasmado el verdadero significado de la 
función de los jueces “el control constitucional recae sobre el derecho realmente vivido por los 
ciudadanos, y no sobre contenidos hipotéticos…” (Márquez, 2007, pág. 104).  
En ese orden, entiéndase que el derecho viviente contribuye a enlazar el pasado a la 
actualidad de la jurisdicción, de la administración, de la praxis. En el desarrollo 
constitucional y en el entrenchment, no es la certeza legalista del derecho a reforzar la 
constitucionalidad, sino la «prognosis» de la inviolabilidad de los derechos, de las 
 




libertades, de las adquisiciones de la dignidad, de la confrontación razonable y equilibrada. 
La “prognosis” no es nada más que la previsión de un resultado. (Carducci, M y D'Onghia, 
M, 2006, pág. 66) 
De ahí que, el derecho viviente está basado en la constatación que la Corte Constitucional 
ha venido haciendo, con relación a que el juicio de constitucionalidad requiere una debida y cabal 
interpretación, que no sólo debe estar enmarcada al texto de la disposición legal, sino en el terreno 
de lo fáctico, en el campo de las relaciones humana. (Sentencia C- 875 de 2003). Por ello, es 
importante poder determinar contextualmente, los alcances y dinámicas desde el derecho 
anglosajón, pero que ha tenido incidencia en el derecho latinoamericano, que por lo tanto afecta al 
sistema jurídico colombiano.  
En varios países de América Latina siempre se han ocupado (y preocupado) por las 
constantes reformas constitucionales, que sin pausa y sin tregua han ido modificando nuestras 
Cartas Magnas a un ritmo increíble durante las últimas décadas, verbigracia, las diferentes 
reformas que ha sufrido la Constitución Política de Colombia (Méndez Torres, 2016). En otros 
países, como por ejemplo en Estados Unidos, la preocupación surge precisamente por el motivo 
contrario: por la falta de movilidad de su texto constitucional, derivado de las dificultades que se 
tienen para llevar a cabo el proceso de reforma. Notándose así, una diferencia importante en el 
sistema jurídico latinoamericano respecto al anglosajón, sin querer decir que este o aquel, es mejor.    
Entre los antecedentes del derecho viviente es importante hacer el ejercicio analítico de 
entender que cuando una constitución tan antigua en el tiempo como la norteamericana no puede 
ser actualizada por medio del mecanismo de reforma, lo que se impone es discutir hasta qué punto 
 




resulta indispensable una interpretación constitucional evolutiva (Fisher, 2012). Lo anterior 
permitiría enriquecer la discusión respecto a la pertinencia de vivirse una constitución que atienda 
las realidades concretas del conglomerado dándole un sentido de realidad y de contemporaneidad 
que logre evitar su natural desgaste. (Carbonell, 2012). Generando y consolidando un contexto de 
confiabilidad en la constitución, como máxima norma que responda a la protección de los derechos 
fundamentales.   
Es ente contexto en el que se consolida la teoría de una metodología interpretativa de 
carácter evolutivo donde surge el concepto de “constitución viviente” (living constitution, en 
inglés) (Strauss, 2010, pág. 1409), lo cual denota el modo en que una determinada constitución 
escrita es concretamente, es interpretada y actuada en la realidad política (Guastini, 1999). Una 
constitución viviente, desde la perspectiva de David Strauss, es una constitución que evoluciona, 
que cambia con el paso del tiempo y que se adapta a las nuevas circunstancias, pese a que no es 
formalmente modificada mediante el procedimiento de reforma constitucional (Strauss, 2010).  
Por lo tanto, es importante y pertinente el concepto de la constitución viviente o lo que se 
entiende como derecho viviente, en cuanto todo el conglomerado social desea que el derecho en 
general este acompañado con el cambio social y real, dadas las enormes desventajas de que el 
orden jurídico se quede atrás con respecto a la realidad (Cornejo Chávez , 1969). No obstante, el 
derecho anglosajón de Estados Unidos tiene grandes reservas respecto del concepto de 
“constitución viviente”, ya que lo ha censurado. (Carbonell, 2012), teniendo en cuenta que, no se 
permite que la constitución americana se adapte a las problemáticas reales y actuales de la 
sociedad. Existen varias críticas, que aceptar que una constitución pueda sufrir cambios por vía 
 




interpretativa, sin ser formalmente enmendada, generando con esto enormes riesgos, y en 
ocasiones inseguridad jurídica.  
Ahora bien, desde otra perspectiva se podría decir que las tesis contrarias a la idea de la 
constitución viviente se desarrollan bajo la etiqueta del “originalismo” (Laise, 2017), que propugna 
interpretar la Constitución de forma estricta, atendiendo al tenor lo que dice taxativamente en sus 
palabras o según la intención de los redactores del texto. Para los originalistas, no hay dilema 
alguno que resolver ya que la Constitución, a pesar de haber sido escrita hace más de doscientos 
años, sigue ofreciendo respuestas adecuadas a los problemas del presente. (Carbonell, 2012).  
En ese orden se deberá comprender que la posición que ha asumido el sistema de derecho 
anglosajón frente a la posibilidad de construir metodológicamente hablando herramientas de 
aplicabilidad del derecho o constitución viviente, no sería posibles, ya que sigue teniendo vigencia 
y operacionabilidad. Es importante entender los postulados anteriormente esbozado traen consigo 
múltiples formas de hacer el respectivo análisis, ya que se mira los diferentes sistemas jurídicos 
en determinado contexto jurídico, como lo es el derecho anglosajón. 
Es importante decir que una interpretación originalista estricta chocaría con varios de los 
criterios jurídicos más asentados que existen en los Estados Unidos (Strauss, 2010). Por lo tanto, 
es importante entender que, si el originalismo fuera la doctrina imperante, la segregación racial en 
las escuelas estaría permitida, el gobierno podría discriminar a las mujeres y a las minorías raciales, 
que en otras palabras sería una teoría reaccionaria del constitucionalismo anglosajón (Waluchow, 
2105). 
 




Por lo anterior, se podría decir inicialmente que “el originalismo no es, por tanto, una teoría 
de la interpretación constitucional que ofrezca resultados positivos o constructivos” (Carbonell, 
2012, pág. 352). Por ende, se podría señalar que esta teoría del originalismo desde la perspectiva 
de David Strauss, manifiesta tres problemas, en primer lugar: 
a) en la práctica no siempre es fácil descubrir las intenciones de quienes redactaron un texto 
constitucional; b) aunque pudiéramos descubrir las intenciones originales de quienes 
redactaron la Constitución, tendríamos el reto de intentar aplicar esas intenciones a 
problemas de nuestros días, algunos de los cuales no pudieron ser previstos en su momento 
por la generación constituyente; y c) el tercer problema ya había sido avizorado hace mucho 
tiempo por Thomas Jefferson, cuando dijo que el mundo pertenece a los vivos y que las 
generaciones muertas no tienen derechos: ¿por qué deberíamos resolver problemas actuales 
siguiendo el criterio de personas que murieron hace muchos años? ¿Qué ventajas 
obtenemos al hacerlo? (Strauss, 2010, pág. 18). 
La contextualización de lo narrado anteriormente es importante, en razón a que son los 
antecedentes de discusión del derecho viviente, empezando por la concepción del 
constitucionalismo viviente. Podemos entender que la interpretación del derecho viviente es una 
puna jurídico política, que pretende entender el derecho y su práctica teniendo como referente las 
realidades y problemas cotidianos de las comunidades, en donde los operadores judiciales deberían 
tener en cuenta, a la hora de tomar una decisión respecto a problema en litigio. En la carta que 
Jefferson escribe a James Madison se puede evidenciar el cómo es que se debe aterrizar el análisis 
 




del derecho a las realidades y necesidades concretas de las personas, plasmado la idea de que “la 
tierra pertenece a los vivos”:  
Los vivos tienen la tierra en usufructo; y los muertos no tienen poder ni derechos sobre 
ella. La porción que ocupa un individuo deja de ser suya cuando él mismo ya no es, y 
revierte a la sociedad […] ninguna sociedad puede hacer una constitución perpetua, ni tan 
siquiera una ley perpetua. La tierra pertenece siempre a la generación viviente: pueden, por 
tanto, administrarla, y administrar sus frutos, como les plazca, durante su usufructo […] 
toda constitución, y toda ley, caducan naturalmente pasados treinta y cuatro años. 
(Jefferson, 1987, págs. 517-521)  
Para poder abordar y solucionaran los tres (3) problemas planteados en líneas anteriores, 
así como también, poder aterrizar la necesidad y pertinencia de los cambios constitucionales que 
atiendan a las realdades y necesidades de las comunidades es necesario ir decantando que la idea 
desde los originalistas es que los jueces no pueden manipular libremente la Constitución, porque 
ello sería una actuación ilegitima. Sin embargo, es claro que, para poder hacerlo, es importante 
tener en cuenta los antecedentes históricos del common law, que le da una gran importancia al 
precedente, ya que la mayor parte de las sentencias de los jueces norteamericanos se apoyan en 
decisiones anteriores (Carbonell, 2012).  
Dentro del contexto conceptual en la aproximación histórica del derecho viviente, teniendo 
en cuenta los presupuestos de la constitución viviente, se debe entender que la supervivencia de 
una forma de gobierno debe hallarse en la utilidad que le pueda suponer para las generaciones 
futuras; (Carbonell, 2012). Lo anterior teniendo en cuenta que lo que se plasma en las 
 




constituciones, más que ser una norma superior, es la manifestación política y económica que 
orienta los designios de una nación, verbigracia la constitución norteamericana. Por ende si la 
utilidad no existe, es decir; no responde a las necesidades concretas, entonces habrá que cambiar 
la forma de gobierno, pero que desde un punto de vista de James Madison, se hace necesario 
atender a los preceptos de aquellos que impulsaron las ordenes constitucionales, claro está que, si, 
solo si, estos preceptos le son beneficiosos a las generaciones vinientes (Madison , 2005).  
Ahora bien, atendiendo a los requerimientos no sólo constitucionales, sino a las 
necesidades en los nuevos contextos y para que tenga seguridad jurídica, los jueces están 
vinculados en principio a observar el precedente. (Carbonell, 2012).  Si deciden abandonar un 
criterio anterior deben hacerlo de manera expresa y dando las razones de dicho abandono, 
argumentando coherentemente el porqué de la pertinencia y la necesidad de darle un giro o cambio 
a la interpretación normativa, en los determinados presupuestos facticos que en la jurisprudencia 
anterior ya se hubiese fallado en determinado sentido.  
Ese sistema de precedentes genera una cierta estabilidad interpretativa y acota de forma 
muy significativa los posibles márgenes de discrecionalidad judicial, aunque no los elimina, 
(Carbonell, 2012). Por lo tanto, es importante manifestar que las técnicas interpretativas propias 
del common law combinan, una actitud humilde frente al precedente, y una sabiduría práctica que 
lleva a los jueces a preguntarse: “¿qué solución nos ofrece mejores resultados prácticos?” 
(Carbonell, 2012, pág. 355), con relación a determinado caso o situación fáctica que se presente 
de manifiesto en especial en las altas cortes. Por ende, los jueces en el common law, no se 
preocupan por cuestiones teóricas o por la compatibilidad de sus puntos de vista con lo que señalan 
 




los teóricos en sus libros y sus conferencias: les interesa llegar a la justicia en los casos concretos, 
aportando bienestar a las comunidades a las que sirven, dando así cabida a lo que podría empezar 
a entender como derecho viviente.  
La interpretación basada en los principios del sistema jurídico del common law es mejor 
que la postura originalista, ya que no requiere que los jueces intenten hacerse pasar por 
historiadores según dice Strauss (2010). Lo anterior se afirma teniendo en cuenta que el sistema 
de precedente jurisprudencial permite ir destilando una cierta “sabiduría judicial”, a través de la 
confección, respeto y evolución del sistema de lo antes dicho en las respectivas sentencias (Strauss, 
2010). Sin perder la objetividad y permitiendo resolver los problemas de hoy sin ir en busca de las 
intenciones que se tuvieron hace siglos, con lo cual demuestra una mayor razonabilidad frente al 
presente.  
Es en este sentido en el que adquiere pertinencia el concepto de derecho viviente en el 
contexto del Estado Social de Derecho colombiano, ya que es innegable que la corte constitucional, 
a través de los diferentes pronunciamientos ha hecho carrera en determinar la regulación de 
determinados casos teniendo en cuenta el precedente jurisprudencial. En este sentido se puede 
entender que el derecho viviente es para el Tribunal Superior Constitucional: 
La interpretación de la ley que los operadores jurídicos adoptan. Si bien, reconoce que esta 
doctrina se encuentra sobre todo en las interpretaciones que realizan los jueces ordinarios 
de la ley, también menciona que la jurisprudencia de la Corte Constitucional le ha 
reconocido un sentido más amplio a dicha doctrina, al referirse a las “interpretaciones 
legales realizadas por los operadores jurídicos” (Sentencia C-136 de 2017). 
 




En relación con las víctimas del conflicto, se hace necesario que se manifieste el Máximo 
Tribunal Constitucional para la protección de los derechos y necesidades de las víctimas del 
conflicto armado interno colombiano, ya que desafortunadamente la inoperancia institucional tanto 
ejecutiva, como legislativa ha dejado un camino prácticamente sin salida a las víctimas en el nuevo 
escenario de pos-conflicto. Lo anterior teniendo en cuenta que a la fecha no se ha iniciado los 
procesos de verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición, necesarios parta poder pasar 
la página de más de 50 años de violencia y guerra en Colombia.  Por lo tanto, es que se plantea la 
posibilidad de hacer usos de los presupuestos del derecho viviente para que no se vulnere o se 
sigua vulnerando los derechos de las víctimas del desplazamiento interno colombiano.   
Ahora bien, un primer paso para poder entender lo presupuestado en la teoría del derecho 
viviente en relación con la protección de los derechos de las víctimas del conflicto, es lo que se 
sistemáticamente ha manifestado la Corte Constitucional al respecto. Verbigracia, la sentencia T- 
373 de 2013, donde se tiene que ordenar una protección y trato especial a las personas que han 
sido víctimas del desplazamiento forzado, las cuales no se pueden vincular a un escenario militar 
a través del reclutamiento, ya que estas personas han estado escapando de la guerra. (Sentencia T-
373 de 2013). Prácticamente, esta ha sido la línea de interpretación y de precedente jurisprudencial 
en relación a la protección de los derechos fundamentales de las víctimas del conflicto armado 
interno colombiano, en especial aquellos que han tenido que sufrir el éxodo de la violencia.  
Es necesario realizar una distinción entre precedente y jurisprudencia, cuando se habla del   
precedente se hace generalmente de una decisión relativa a un caso particular, mientras que cuando 
se habla de la jurisprudencia se hace, generalmente a una pluralidad, a menudo bastante amplia, 
 




de decisiones relativas a varios y diversos casos concretos. La decisión que se asume con el 
precedente es una sola, siendo fácil identificar cual es la decisión verdaderamente que hace 
precedente. En cambio, cuando se alude a la jurisprudencia, se hace generalmente a muchas 
decisiones (Michelle, 2007). 
En nuestro país se ha originado un sistema de precedentes con el fin de tener una 
interpretación de la ley análogamente para un fin específico, ahí que la Corte Constitucional es 
una verdadera corte de precedentes, cuyas decisiones se aplican en los fallos judiciales de los 
jueces de una instancia inferior jerárquica, quienes por lo general acogen dicho precedente para no 
tener que someterse a la derogatoria de su fallo o por el contrario pueden apartarse de dicha 
decisión, previa fundamentación que la justifique. (C - 836, 2001). El juez aplicará también la 
jurisprudencia en cumplimiento del principio de igualdad para aquellos casos en los que se debe 
dar el mismo fallo situaciones semejantes. 
La Corte Constitucional ha reconocido desde sus inicios la importancia y validez de los 
demás altos tribunales y el surgimiento en la jurisprudencia sobre el control constitucional el 
denominado concepto del “Derecho Viviente” es una verdadera fuente del derecho para interpretar 
las normas (Márquez, 2007),   de ahí que los jueces lo apliquen como precedente jurisprudencial. 
 
 
CAPÍTULO III. RESULTADO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Aplicación de la metodología 
 





 La presente investigación se realizó, desde una perspectiva de carácter explicativo, dirigida 
a exponer las diferentes causas que dieron origen al conflicto colombiano como lo son los eventos 
físicos y sociales de las víctimas del desplazamiento forzado en Colombia,  a través de  una revisión 
documental y descriptiva en la que se analizó el problema de investigación, con la  exploración de 
las bases de datos que aportaron la información de lo sucedido, con el aporte de los diferentes 
historiadores e investigadores,  preocupados por la situación real y contextual de las víctimas del 
conflicto armado desatado por los grupos al margen de la ley. 
Por lo anterior se pudo realizar un recuento de los hechos, pudiéndose evidenciar las 
razones por las cuales sucedieron estos eventos y así dar cuenta de los motivos del desplazamiento 
forzado en nuestro país. 
Es una investigación de carácter socio jurídica, en la cual se consiguió evidenciar las 
dimensiones del conflicto armado, la problemática social, las condiciones reales de las víctimas 
del desplazamiento forzado y su reparación, y es jurídica por los diferentes pronunciamientos de 
la Corte Constitucional sobre el proceso de paz. Así mismo, se tienen en cuenta los aportes del 
precedente jurisprudencial de la teoría del derecho viviente, como practica de protección de los 
derechos de las víctimas en el conflicto armado interno colombiano.  
En un sentido más amplio, el objeto de la investigación lo constituye la relación estrecha 
entre el derecho y Estado, el poder político, la realidad social y los problemas circunstanciales de 
las víctimas desplazadas por el conflicto armado. Es integradora de varias ciencias que tienen que 
ver directamente con la sociedad, la ciudadanía, el Estado, la ética y cómo cada uno de los 
 




habitantes puede ser objeto de derechos y deberes (Bunge, 1999). Como corresponde a las ciencias 
sociales no hay una forma prescrita, rígida, exacta o una forma que por sí sola permita conseguir 
el propósito que plantea una pregunta, una hipótesis o una idea. 
 La metodología abordada es cualitativa e inductiva, por cuanto se tuvo como referente el 
análisis de fuentes históricas, narrativas y el análisis estadístico referenciado, el cual permitió el 
estudio detallado del conflicto social global a partir de la documentación analizada mediante el 
estudio critico de los acontecimientos,  acciones políticas y jurídicas para poder construir un 
escenario de transición para la paz “estable y duradera”, que permita comenzar a debatir y 
cuestionar la realidad social que ocupa la atención de la presente investigación mediante el 
abordaje de los parámetros que son expuestos precisamente por aquella realidad y que posibilita 
la discusión en torno del escenario del pos-conflicto, que tiene como eje, su real materialización.  
El método es inductivo porque permite realizar la observación del fenómeno social, para 
poder establecer una clasificación y estudio del conflicto social y armado de nuestro país, partiendo 
de la documentación que posteriormente se derivará, en la generalización y constatación de la 
propuesta que en principio se planteó. 
Por lo anterior, fue necesario hacer uso de la hermenéutica jurídica a través de la 
interpretación de las decisiones judiciales de las altas cortes, siendo una de las formas en las que 
aprendemos derecho, permitiéndonos hacer realidad la posibilidad de crear una reflexión jurídica, 
identificando cual es el procedimiento más expedito que revele los hechos más notables que 
conduzcan al conocimiento de la verdad, con estos fundamentos como herramienta metodológica 
se puede realizar la interpretación (Gadamer H. G., 1998) de los textos jurídicos para evidenciar 
 




cómo se hizo el análisis crítico histórico del conflicto armado interno colombiano, siempre desde 
la perspectiva de los derechos fundamentales de las víctimas especialmente de los que sufrieron o 
aún sufren el éxodo de la guerra.  
En ese sentido, la interpretación hermenéutica jurídica, como el “arte” que busca identificar 
los conocimientos pertinentes de la dogmática jurídica, para aplicarlos en la solución de problemas 
y desafíos en un contexto o situación específica y concreta  (Gadamer, 1992, pág. 364), es una 
herramienta que posibilitó hacer un ejercicio comprensivo de acercamiento existencial al problema 
social aludido, específicamente a las normas y directrices encaminadas a la implementación del 
acuerdo firmado en la Habana, Cuba. 
Como se puede evidenciar, el tipo de investigación es descriptivo, por cuanto se hace a 
través de un recorrido histórico, mediante la narración de lo que ha sucedido en Colombia en el 
contexto del conflicto armado interno y especialmente con las víctimas del desplazamiento 
forzado. 
El método deductivo fue utilizado en el presente trabajo, al asumir un fenómeno tan 
complejo y general como son las víctimas de la violencia en Colombia, pero se caracterizó 
específicamente en los desplazados y en la posibilidad de que tuviesen  una herramienta como lo 
es el Derecho Viviente que puede permitir el resarcimiento de sus derechos fundamentales 
vulnerados en el marco del conflicto  (Bonilla Castro, Elssy; Rodríguez Shek, Penélope, 1997). 
La recolección de información, fue con la construcción de un estado del arte a través de la 
selección jurisprudencia, artículos de revistas, sitios web, libros, normatividad, periódicos, 
 




informes y otros documentos (ver gráfico 2), pertinentes para el desarrollo epistemológico de las 
categorías conceptuales propias de la investigación, como lo fueron conflicto armado interno, 
víctimas del conflicto y una categoría de suma importancia como lo es Derecho Viviente. Para 
ello, se tuvo en cuenta los trabajos de campo realizados por las diferentes organizaciones que 
tuvieron acercamiento con las víctimas, lo cual permitió evidenciar la problemática a solucionar 
(Bonilla Castro, Elssy; Rodríguez Shek, Penélope, 1997).  
 





















Resultado de la investigación 
 
Con el presente trabajo, se busca construir un espacio que permita la socialización de los 
resultados de la presente investigación, con el fin de acercar a la comunidad educativa, para que 
se incentiven a la participación de los diferentes escenarios de discusión, que por medio de la 
pedagogía critica, la memoria, la interpretación de los presupuestos constitucionales a través de 
prácticas dialógicas como lo propone los estudios de la Universidad Nacional de Colombia 
(Guzmán Campos , Fals Borda , & Umaña Luna , 2005) y las herramientas de protección de los 
derechos fundamentales del Derecho Viviente, se puedan socializar a través de un conversatorio o 
dinámica de cátedra que sensibilice la necesidad de proponer los diferentes mecanismos de 
solución y restablecimiento de los derechos de los desplazados de la violencia.     
El desplazamiento forzado en Colombia tiene entre sus causas la pérdida de tierras, 
vivienda y sus seres queridos, conllevando a la perdida de sus derechos fundamentales, con un 
Estado que se ha mostrado ser ineficaz a la hora de reparar oportunamente a las víctimas del pos-
conflicto. La deficiente vigilancia en el Registro Único de Víctimas (RUV) por cuanto no reciben 
las ayudas requeridas por parte del Estado.  
Teniendo en cuenta lo anterior el desplazamiento forzado (artículo 180 del Código Penal 
Ley 599 de 2000), es un daño que sigue prorrogándose, pues se ha visto la imposibilidad de las 
víctimas de retornar a sus tierras por miedo, prefiriendo seguir siendo desplazados, a pesar de ser 
un delito de lesa humanidad. 
 




La sentencia SU -254 de 2013 de la Corte Constitucional dice lo siguiente:  
A través de una sentencia de unificación de su jurisprudencia, fija el sentido y alcance del artículo 
25 del Decreto 2591 de 1991, la Sala precisa que los términos de caducidad para población 
desplazada, en cuanto hace referencia a futuros procesos judiciales ante la jurisdicción contencioso 
administrativa, sólo pueden computarse a partir de la ejecutoria del presente fallo y no se han de 
tener en cuenta trascursos de tiempo anteriores, por tratarse, de sujetos de especial protección 
constitucional, en atención a sus circunstancias de vulnerabilidad extrema y debilidad manifiesta”.  
Por lo anterior, se determinaron unos términos para que las víctimas del desplazamiento 
interpusieran acciones judiciales y así poder ejercer su derecho a la reparación directa en la 
jurisdicción contenciosa (artículo 164 del CPACA), sin desconocer el precedente de unificación 
constitucional.  
Para garantizar aquellos derechos a la verdad, justicia y reparación a las víctimas de 
desplazamiento forzado en el pos-conflicto, como consecuencia de delitos de lesa humanidad, no 
le es aplicable el término de caducidad, en razón a la existencia de una norma superior reconocida 
por el DIH y por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), por lo cual se podrá 
solicitar la reparación, brindando unas garantías jurídicas excepcionales.   
Por lo anterior, se plantea el derecho viviente como una posible herramienta que tiene un 
papel fundamental que puede usarse en la protección de los derechos fundamentales de los 
desplazados de la violencia en Colombia. Teniendo en cuanta que, hasta la actualidad no existe 
mecanismos eficaces en la protección de los derechos fundamentales de los desplazados por la 
violencia colombiana, y por el contrario han sido las altas cortes, quienes a través del precedente 
 




jurisprudencial que han incidido en la protección de los derechos de las víctimas. Si bien, las altas 
cortes no son entes legislativos que puedan emitir o direccionar la regulación de los fenómenos de 
violencia en el territorio nacional, no es menos cierto, que son las llamadas a la protección de los 
derechos fundamentales de los colombianos, en especial de aquellos que han tenido que sufrir los 
desquicios de la guerra. 
En consecuencia, debemos generar en la comunidad académica y en la sociedad una 
percepción propositiva sobre como el Derecho Viviente es una de las muchas posibilidades que se 
tienen para reparar desde lo simbólico y jurídico a las víctimas del conflicto armado en Colombia 

















Es importante poder establecer a manera de conclusión los resultados que arrojó la presente 
investigación, teniendo en cuenta los aportes conceptuales y contextuales de los diferentes 
teóricos, historiadores e investigadores, que se han preocupado por el conflicto armado interno 
colombiano, en especial en las consecuencias del mismo. No obstante, fueron pertinentes los 
estudios realizados respecto a los desplazados por la violencia en Colombia, como fenómeno 
consecuencial de la guerra de más de cincuenta años en el marco del conflicto contra las guerrillas 
de las FARC-EP.  
Las causas del conflicto armado en Colombia se dieron por varios factores, políticos, 
sociales, culturales y económicos, donde se le dio un giro concluyente en las diferentes formas de 
violencia. En este contexto, las confrontaciones por parte de los actores armados del conflicto, 
tuvieron gran incidencia en la proliferación y éxodo de miles de familias campesinas hacia los 
sectores urbanos. Por lo que se generó un estado de cosas inconstitucional  (Sentencia T- 025 de 
2004), en donde se pudo evidenciar la violación sistemática de los derechos fundamentales de los 
desplazados por el conflicto colombiano.  
Se puede evidenciar que, en el devenir de la historia del conflicto, en determinados 
momentos la violencia tuvo picos altos y como es de saberse también bajos, pero que en este “sube 
y baja” se organizaron y se reorganizaron las FARC-EP, consolidando el escenario propicio de 
recrudecimiento de la violencia. Es importante también decantar que las fuerzas armadas y el 
 




paramilitarismo en Colombia tuvieron la responsabilidad en la comisión de delitos en contra de la 
población civil o donde el Estado colombiano ha tenido responsabilidad por la omisión y 
aquiescencia de la violación de los derechos fundamentales de los habitantes de dicha población.  
Por otro lado, la violación sistemática de los derechos fundamentales por parte de las 
FARC-EP, es un hecho que ha tenido repudio no sólo dentro de la comunidad nacional, sino 
internacional, ya que convertiría a Colombia en uno de los  países con mayor número de 
desplazados en el mundo, siendo una de las preocupaciones prioritarias que tiene que atender en 
la agenda política y juridicial, por parte de las altas cortes colombianas, en búsqueda de proteger 
y restablecer los derechos fundamentales de las víctimas del conflicto colombiano. 
A lo anterior se suma la falta de voluntad política de poder darle fin al conflicto por medio 
de una negociación política, a pesar de los diferentes intentos que se raizaron a lo largo de la 
historia del conflicto colombiano.  Para el nuevo gobierno que empieza, es importante desplegar 
los acuerdos plasmados en la Habana. 
A pesar de la manifestación del NO en el pasado plebiscito del mes de octubre de 2016, el 
gobierno tramitó ante el Congreso y la Corte Constitucional la implementación de los acuerdos 
firmados en la Habana, Cuba para una “paz estable y duradera”. Por lo que hoy se pude decir que 
estamos en un escenario de posconflicto, aunque para algunos teóricos es correcto hablar mejor de 
pos-acuerdo. No importa la denominación que se le dé, lo cierto es que el actual contexto está 
llamado a ser atendido con responsabilidad social, especialmente frente a las víctimas, donde los 
retos son innumerables y cualquier aporte será bien venido para proteger y restablecer los derechos 
de las víctimas. 
 




Por todo lo anterior, se establece que hacen falta herramientas que realmente posibiliten 
una reparación en términos de verdad, justicia reparación y garantías de no repetición, en donde 
las víctimas del conflicto se identifiquen y sean tratadas conforme al fundamento del Estado Social 
de Derecho que es la dignidad del ser humano. Pero así mismo, se pudo entender que a través de 
una herramienta como lo es la implementación estratégica del Derecho Viviente, posibilitaría que, 
a través de una orden judicial, se proteja y restablezca los derechos de aquellos que han tenido que 
sufrir el éxodo de la guerra.   
Por lo tanto, se espera que sea un aporte más que epistemológico, como una herramienta 
para las víctimas en donde  evidencie que su voz ha tenido resonancia en aquellas personas que 
piensan un  futuro diferente y mejor para Colombia, pero también para los profesionales de las 
diferentes disciplinas que estén interesados en tener más elementos para la propuesta y 
construcción de políticas públicas que protejan a los desplazados por la violencia, siendo un puente 
entre las víctimas invisibilizadas y la posibilidad de ser protegidos a través del Derecho Viviente  
en sus  derechos fundamentales. 
Es indispensable, tener en cuenta que la implementación de los acuerdos, normas y 
directrices necesarias para crear las herramientas que protejan y se establezcan los derechos de las 
víctimas del desplazamiento ya que no se ha podido construir mecanismos concretos de reparación 
con miras de restablecer los derechos fundamentales de aquellos que sufren las consecuencias del 
flagelo de la guerra.  
En la presente investigación se pudo comprobar la importancia de la doctrina del derecho 
viviente tiene obligatoriedad con los precedentes judiciales, lo cual es beneficioso para la 
 




economía procesal y en la uniformidad legislativa, garantizado seguridad jurídica. Se debe 
promover el dialogo entre los diversos entes judiciales y así estimular la producción de decisiones 
judiciales con un alto sentido de la justicia, que propendan por la igualdad de derechos que se 
encuentra acorde con la realidad social actual del país y con debido respeto por las garantías de las 
víctimas del desplazamiento forzado que buscan soluciones definitivas. 
   Los profesionales del derecho, y estudiantes de estudios pos-graduales a nivel de maestría, 
tengamos la sensibilidad de hacer un aporte con el quehacer cotidiano de nuestra carrera, 
generando y construyendo instrumentos que protejan y garanticen el disfrute de los derechos 
fundamentales de las víctimas del conflicto armado, en espacial aquellos que han sido desplazados. 
Por ende, es pertinente generar escenarios educativos en los que se dote de herramientas a la 
comunidad académica, para construir un porvenir que esté acorde con los presupuestos del Estado 
Social de Derecho fundamentado en el respeto por la dignidad del ser humano.  
Así las cosas, una de las formas de poder generar desde la academia la sensibilización de 
la importancia del Derecho Viviente en relación a la protección de los derechos de las víctimas, es 
la socialización del presente trabajo en una catedra institucional, en donde tenga la oportunidad de 
intervención no sólo el estamento educativo, sino que se pueda hacer de manera paralela con 
víctimas que sufrieron las consecuencias del conflicto. Este escenario necesariamente tendría que 
participar los docentes especializados en derecho constitucional, derecho penal y por supuesto los 
estudiantes, todos articulando los esfuerzo en proponer soluciones a la vulneración de los derechos 
de los desplazados, teniendo en cuenta el precedente jurisprudencial como una fuente del derecho. 
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Anexo No. 1. Ruta de entendimiento del derecho viviente a favor de las víctimas del 
desplazamiento forzado. 




Diagrama 1. Fuente propia 
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